
MANUALES TEMÁTICOS 
CON LEGISLACIÓN COMENTADA

EMPLEO PÚBLICO
Luis Martín Rebollo

https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos


https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos

© Luis Martín Rebollo, 2026
© ARANZADI LA LEY, S.A.U.
 
ARANZADI LA LEY, S.A.U.
C/ Collado Mediano, 9
28231 Las Rozas (Madrid)
www.aranzadilaley.es
Atención al cliente: https://areacliente.aranzadilaley.es/publicaciones
 
Primera edición: cerrada a 14 de mayo de 2026
 
Depósito Legal: M-12824-2026
ISBN versión impresa: 978-84-1085-893-0
ISBN versión electrónica: 978-84-1085-894-7
 
Diseño, Preimpresión e Impresión: ARANZADI LA LEY, S.A.U.
Printed in Spain

© ARANZADI LA LEY, S.A.U. Todos los derechos reservados. A los efectos del art. 32 del Real Decreto Legis‐
lativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se aprueba la Ley de Propiedad Intelectual, ARANZADI LA LEY, S.A.U.,
se opone expresamente a cualquier utilización del contenido de esta publicación sin su expresa autorización, lo cual
incluye especialmente cualquier reproducción, modificación, registro, copia, explotación, distribución, comunica‐
ción, transmisión, envío, reutilización, publicación, tratamiento o cualquier otra utilización total o parcial en cual‐
quier modo, medio o formato de esta publicación.
Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser
realizada con la autorización de sus titulares, salvo excepción prevista por la Ley. Diríjase a Cedro (Centro Español
de Derechos Reprográficos, www.cedro.org) si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra.
El editor y los autores no asumirán ningún tipo de responsabilidad que pueda derivarse frente a terceros como
consecuencia de la utilización total o parcial de cualquier modo y en cualquier medio o formato de esta publicación
(reproducción, modificación, registro, copia, explotación, distribución, comunicación pública, transformación,
publicación, reutilización, etc.) que no haya sido expresa y previamente autorizada.
El editor y los autores no aceptarán responsabilidades por las posibles consecuencias ocasionadas a las personas
naturales o jurídicas que actúen o dejen de actuar como resultado de alguna información contenida en esta publica‐
ción.
ARANZADI LA LEY no será responsable de las opiniones vertidas por los autores de los contenidos, así como en
foros, chats, o cualesquiera otras herramientas de participación. Igualmente, ARANZADI LA LEY se exime de las
posibles vulneraciones de derechos de propiedad intelectual y que sean imputables a dichos autores.
ARANZADI LA LEY queda eximida de cualquier responsabilidad por los daños y perjuicios de toda naturaleza que
puedan deberse a la falta de veracidad, exactitud, exhaustividad y/o actualidad de los contenidos transmitidos,
difundidos, almacenados, puestos a disposición o recibidos, obtenidos o a los que se haya accedido a través de sus
PRODUCTOS. Ni tampoco por los Contenidos prestados u ofertados por terceras personas o entidades.
ARANZADI LA LEY se reserva el derecho de eliminación de aquellos contenidos que resulten inveraces, inexactos
y contrarios a la ley, la moral, el orden público y las buenas costumbres.
Nota de la Editorial: El texto de las resoluciones judiciales contenido en las publicaciones y productos de ARAN‐
ZADI LA LEY, S.A.U., es suministrado por el Centro de Documentación Judicial del Consejo General del Poder
Judicial (Cendoj), excepto aquellas que puntualmente nos han sido proporcionadas por parte de los gabinetes de
comunicación de los órganos judiciales colegiados. El Cendoj es el único organismo legalmente facultado para la
recopilación de dichas resoluciones. El tratamiento de los datos de carácter personal contenidos en dichas resolu‐
ciones es realizado directamente por el citado organismo, desde julio de 2003, con sus propios criterios en cumpli‐
miento de la normativa vigente sobre el particular, siendo por tanto de su exclusiva responsabilidad cualquier error
o incidencia en esta materia.



https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos

I.  

II.  

A)

B)
a)

b)

c)

d)

e)

f)

III.  

A)

SUMARIO

PRÓLOGO . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15
  

ESTUDIO PRELIMINAR

INTRODUCCIÓN: SOBRE LA BUROCRACIA, EL EMPLEO PÚ‐
BLICO Y LAS POLÍTICAS DE PERSONAL . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 22
LA NORMATIVA GENERAL SOBRE EL EMPLEO PÚBLICO: AN‐
TECEDENTES Y SITUACIÓN ACTUAL . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 25

Breve evolución histórica: del Estatuto de Bravo Murillo a la Ley
de Funcionarios Civiles del Estado de 1964. . . . . . . . . . . . . . . . . . 25
La situación actual . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 35

La Constitución y la competencia de las Comunidades Au‐
tónomas para legislar sobre sobre su propia función públi‐
ca . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 35
La Ley 30/1984, de Medidas para la función pública como
primera legislación básica. Un cambio de modelo (remi‐
sión). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 36
Referencia a otras normas estatales (algunas de carácter
básico) de aplicación general . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 36
La STC 99/1987 y la Ley 23/1988, de reforma de la Ley
30/1984 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 38
Sobre la posición y el carácter de la aún parcialmente vi‐
gente Ley de funcionarios civiles del Estado de 1964 . . . . . 40
Referencia al Estatuto Básico del Empleado Público de
2007 y 2015 y a los intentos de su desarrollo en la función
pública de la Administración del Estado (remisión). . . . . . . 42

EL NUEVO MODELO ESTRUCTURAL DE LA FUNCIÓN PÚBLI‐
CA EN LA LEGISLACIÓN ESTATAL POSTCONSTITUCIONAL. . 44

Referencia a los modelos teóricos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 45

9



https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos

B)

IV.  

A)
B)

V.  

A)

B)

VI.  

VII.  

A)
B)
C)
D)
E)

F)

G)

H)
I)
J)

K)
L)
M)
N)

El modelo organizativo de función pública en la Ley 30/1984 y su
continuidad en la normativa estatal y autonómica posterior. . . . . . 51

ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL ESTATUTO BÁSICO DEL
EMPLEADO PÚBLICO: UNA VISIÓN GENERAL . . . . . . . . . . . . . . 58

Significado básico del Estatuto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 58
Sobre el contenido del Estatuto: una visión general . . . . . . . . . . . . 63

UNA REFERENCIA AL DESARROLLO DEL ESTATUTO EN LA
LEGISLACIÓN ESTATAL: EL RD-LEY 6/2023, DE 18 DICIEM‐
BRE Y EL PROYECTO DE LEY DE LA FUNCIÓN PÚBLICA DE
LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO DE 2024 . . . . . . . . . . . . . . . . 67

El RD-Ley 6/2023 y su aplicación en el ámbito de la Administra‐
ción General del Estado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 68
El proyecto de Ley de la Función pública estatal de Julio de 2024
(pendiente de aprobación definitiva) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 68

RECAPITULACIÓN: EL SISTEMA DE FUENTES EN LA REGU‐
LACIÓN DEL EMPLEO PÚBLICO . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 71
RÉGIMEN JURÍDICO GENERAL DE LA FUNCIÓN PÚBLICA
DESPUÉS DEL ESTATUTO BÁSICO, CON ESPECIAL REFEREN‐
CIA A LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO. . . . . . . . 78

Introducción . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 78
Ámbito de aplicación y clases de empleo público . . . . . . . . . . . . . 78
Órganos superiores y de gestión en materia de personal . . . . . . . . 90
El Registro de Personal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 91
Estructura y organización de la Función pública: Grupos, Cuer‐
pos, Plantillas y Relaciones de puestos de trabajo . . . . . . . . . . . . . 92
La Oferta de empleo público y los sistemas de selección del per‐
sonal: convocatorias, pruebas y tribunales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 102
La selección de funcionarios mediante el sistema de promoción
interna . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 117
Adquisición de la condición de funcionario. Formación posterior. 124
Provisión de puestos de trabajo: sistemas de provisión . . . . . . . . . 126
Carrera administrativa: promoción profesional y movilidad de los
funcionarios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 134
La evaluación del desempeño . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 146
Situaciones de los funcionarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 147
Incompatibilidades . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 154
Derechos y deberes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 157

Luis Martín RebolloEmpleo público

10



https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos

Ñ)
O)
P)
Q)
R)

VIII.  

IX.  

A)
B)

X.  

XI.  

TÍTULO I. 
TÍTULO II. 

CAPÍTULO I. 
CAPÍTULO II. 

TÍTULO III. 

CAPÍTULO I. 
CAPÍTULO II. 

CAPÍTULO III. 
CAPÍTULO IV. 

CAPÍTULO V. 
CAPÍTULO VI. 

Asociación y Participación . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 171
Sistema de retribuciones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 173
Seguridad Social . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 178
Régimen disciplinario . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 180
Pérdida de la condición de funcionario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 192

LA FUNCIÓN PÚBLICA AUTONÓMICA (REMISIÓN). LEGISLA‐
CIÓN AUTONÓMICA VIGENTE EN MATERIA DE FUNCIÓN PÚ‐
BLICA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 194
REFERENCIA A LA NORMATIVA PROPIA DE ALGUNOS FUN‐
CIONARIOS ESPECIALES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 197

Los funcionarios locales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 198
Otros funcionarios públicos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 204

LA REALIDAD DEL EMPLEO PÚBLICO: EL NÚMERO Y DIS‐
TRIBUCIÓN DE LOS FUNCIONARIOS . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 207
REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 215

*** 

 

REAL DECRETO LEGISLATIVO 5/2015, DE 30 OCTUBRE.TEXTO
REFUNDIDO DE LA LEY DEL ESTATUTO BÁSICO DEL

EMPLEADO PÚBLICO  
(BOE núm. 261, de 31 de octubre de 2015) (rect. errores BOE núm. 278, de

20 de noviembre de 2015) 
[anotado y comentado]  

Objeto y ámbito de aplicación . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 240
 

Personal al servicio de las Administraciones Públicas.. . . . . . . . . . . . 247
Clases de personal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 247
Personal directivo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 257

 

Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públi‐
cos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 260

Derechos de los empleados públicos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 263
Derecho a la carrera profesional y a la promoción interna. La

evaluación del desempeño. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 265
Derechos retributivos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 270
Derecho a la negociación colectiva, representación y partici‐

pación institucional. Derecho de reunión . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 275
Derecho a la jornada de trabajo, permisos y vacaciones . . . . . 295
Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta . . . 335

 

Sumario

11



https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos

CAPÍTULO I. 

CAPÍTULO II. 
TÍTULO V. 

CAPÍTULO I. 
CAPÍTULO II. 
CAPÍTULO III. 

TÍTULO VI. 
TÍTULO VII. 
TÍTULO VIII. 
DISPOSICIONES ADICIONALES. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 
DISPOSICIÓN DEROGATORIA. 
DISPOSICIONES FINALES. 

LIBRO SEGUNDO. 

TÍTULO I. 
TÍTULO II. 
TÍTULO III. 

CAPÍTULO I. 
CAPÍTULO II. 

TÍTULO IV. 
DISPOSICIONES ADICIONALES. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 

TÍTULO I. 

Acceso al empleo público y adquisición de la relación de ser‐
vicio . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 345

Pérdida de la relación de servicio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 354
 

Ordenación de la actividad profesional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 360
Planificación de recursos humanos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 360
Estructuración del empleo público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 364
Provisión de puestos de trabajo y movilidad . . . . . . . . . . . . . 368

Situaciones administrativas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 375
Régimen disciplinario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 387
Cooperación entre las Administraciones Públicas . . . . . . . . . . . . . 399

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 400
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 409

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 414
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 415

*** 

 
RD-LEY 6/2023, DE 19 DICIEMBRE (FRAGMENTO).

MEDIDAS LEGISLATIVAS URGENTES EN MATERIA DE
FUNCIÓN PÚBLICA (EN EL ÁMBITO DE LA ADMINISTRACIÓN

GENERAL DEL ESTADO)  
(BOE núm. 303, de 20 de diciembre de 2023)

 
 

Medidas legislativas urgentes en materia de función públi‐
ca. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 424

Planificación estratégica de los recursos humanos . . . . . . . . . . . . . 425
Acceso al empleo público . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 429
Evaluación del desempeño y carrera profesional. . . . . . . . . . . . . 435

Evaluación del desempeño. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 435
Carrera profesional . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 439

El personal directivo público profesional . . . . . . . . . . . . . . . . . . 442
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 447
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 450

*** 
 

DECRETO 315/1964, DE 7 FEBRERO,
TEXTO ARTICULADO DE LA LEY DE FUNCIONARIOS CIVILES

DEL ESTADO  
(BOE núm. 40, de 15 febrero de 1964) 

[anotado y comentado]  

Del personal al servicio de la Administración Pública . . . . . . . . . . . . . 465
 

Luis Martín RebolloEmpleo público

[anotado y comentado]

TÍTULO IV. Adquisición y pérdida de la relación de servicio. . . . . . . . . . . . . . . . 341

12



https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos

CAPÍTULO II. 
CAPÍTULO III. 

TÍTULO III. 
CAPÍTULO I. 

Sección 1.ª. 
Sección 2.ª. 
Sección 3.ª. 

CAPÍTULO II. 
Sección 1.ª. 
Sección 2.ª. 

CAPÍTULO III. 
CAPÍTULO IV. 

Sección 1.ª. 
Sección 2.ª. 
Sección 3.ª. 
Sección 4.ª. 
Sección 5.ª. 
Sección 6.ª. 

CAPÍTULO V. 
Sección 1.ª. 

CAPÍTULO VI. 
Sección 1.ª. 
Sección 2.ª. 

CAPÍTULO VII. 
Sección 1.ª. 
Sección 2.ª. 

CAPÍTULO VIII. 
Sección 1.ª. 
Sección 2.ª. 
Sección 3.ª. 

CAPÍTULO IX. 
TÍTULO IV. 

CAPÍTULO ÚNICO. 
Sección única. 

DISPOSICIONES FINALES. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 

Comisión Superior de Personal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 466
Competencia en materia de personal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 468

 

Funcionarios de carrera. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 470
Régimen general. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 470
Cuerpos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 470
Diplomas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 472
Relaciones y hojas de servicio . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 473
Selección, formación y perfeccionamiento. . . . . . . . . . . . . . . . 474
Selección . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 474
Perfeccionamiento . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 476
Adquisición y pérdida de la condición de funcionario . . . . . . 477
Situaciones.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 478

Situaciones en general . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 479
Servicio activo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 479
Excedencia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 480
Supernumerarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 481
Suspensión de funciones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 482
Reingreso en el servicio activo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 484
Plantillas orgánicas y provisión de puestos de trabajo. . . . . . . 484
Plantillas orgánicas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 484
Derechos de los funcionarios.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 487

Disposiciones generales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 488
Vacaciones, permisos y licencias . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 492

Deberes e incompatibilidades. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 496
Deberes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 498
Incompatibilidades . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 498

Régimen disciplinario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 499
Faltas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 500
Sanciones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 501
Tribunales de honor . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 503
Derechos económicos del funcionario . . . . . . . . . . . . . . . . . . 503

 

Funcionarios de empleo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 504
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 504

Régimen General . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 504
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 504

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 505

Sumario

TÍTULO II. 
CAPÍTULO I. 

Órganos superiores de la función pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 465
Disposiciones generales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 466

*** 

13



https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos

PREÁMBULO. 
CAPÍTULO I. 
CAPÍTULO II. 

CAPÍTULO III. 
CAPÍTULO IV. 

CAPÍTULO V. 
CAPÍTULO VI. 

CAPÍTULO VII. 

DISPOSICIONES ADICIONALES. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 
DISPOSICIONES FINALES. 
DISPOSICIÓN DEROGATORIA. 

CAPÍTULO I. 
CAPÍTULO II. 
CAPÍTULO III. 
CAPÍTULO IV. 
CAPÍTULO V. 
DISPOSICIONES ADICIONALES. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 
DISPOSICIONES FINALES. 
DISPOSICIÓN DEROGATORIA. 

 

LEY 30/1984, DE 2 AGOSTO.
MEDIDAS PARA LA REFORMA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA  

(BOE núm. 185, de 3 agosto de 1984) (rect. errores BOE núm. 229, de 24
septiembre y 244, de 11 octubre) 

[anotada y comentada]  

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 512
Órganos superiores de la Función Pública . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 517
Ordenación de la Función Pública de las Comunidades Autóno‐

mas y regulación de la situación de los funcionarios transferidos . . . . . . . . . . . . . . 520
Registros de personal, programación y oferta de empleo público 521
Normas para objetivar la selección del personal, la provisión de

puestos de trabajo y la promoción profesional de los funcionarios . . . . . . . . . . . . . 537
Bases del régimen de retribuciones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 555
Racionalización de la estructura de los Cuerpos y Escalas y

otras clasificaciones del personal al servicio de las Administraciones Públicas . . . 568
Modificación en las situaciones, régimen disciplinario y de Se‐

guridad Social de los funcionarios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 570
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 596
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 610

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 618
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 619

*** 
 

LEY 53/1984, DE 26 DICIEMBRE.
INCOMPATIBILIDADES DEL PERSONAL AL SERVICIO DE LAS

ADMINISTRACIONES PÚBLICAS  
(BOE núm. 4, de 4 enero de 1985)  

Principios generales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 623
Ámbito de aplicación . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 624
Actividades públicas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 625
Actividades privadas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 632

Disposiciones comunes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 634
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 638

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 640
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 645

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 646

Luis Martín RebolloEmpleo público

[anotada y comentada]

14



https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos 
https://www.aranzadilaley.es/tienda/empleo-publico?utm_source=PDF-Preview&utm_medium=referral&utm_campaign=Previsualizacion-Contenidos

I.

provisión J) Carrera administrativa: promoción profesional y movili‐
dad de los funcionarios K) La evaluación del desempeño L) Situaciones
de los funcionarios M) Incompatibilidades N) Derechos y deberes
Ñ) Asociación y Participación O) Sistema de retribuciones P) Seguri‐
dad Social Q) Régimen disciplinario R) Pérdida de la condición de
funcionario VIII. LA FUNCIÓN PÚBLICA AUTONÓMICA (REMI‐
SIÓN). LEGISLACIÓN AUTONÓMICA VIGENTE EN MATERIA
DE FUNCIÓN PÚBLICA IX. REFERENCIA A LA NORMATIVA
PROPIA DE ALGUNOS FUNCIONARIOS ESPECIALES A) Los
funcionarios locales B) Otros funcionarios públicos X. LA REALI‐
DAD DEL EMPLEO PÚBLICO: EL NÚMERO Y DISTRIBUCIÓN
DE LOS FUNCIONARIOS XI. REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS

INTRODUCCIÓN: SOBRE LA BUROCRACIA, EL
EMPLEO PÚBLICO Y LAS POLÍTICAS DE PERSONAL

Las relaciones de la Administración con los ciudadanos se realizan
normalmente a través de personas físicas, personas que trabajan para
ella y que llevan a cabo las diversas tareas que el Ordenamiento les
encomienda. Personas que recaudan impuestos, ordenan el tráfico, vigi‐
lan, inspeccionan, gestionan la prestación de los más variados servicios
públicos (enseñan, investigan, atienden pacientes, apagan fuegos, con‐
ducen vehículos...); personas que verifican, tramitan solicitudes, pro‐
cedimientos y expedientes, resuelven y dictan cada día innumerables
actos administrativos. Son, como a veces se les ha llamado genérica‐
mente (así, el historiador del Derecho, Jesús Lalinde), los «medios per‐
sonales de gestión», los funcionarios, los empleados públicos, que es el
concepto genérico más amplio que utiliza hoy la normativa vigente
(pues abarca no sólo al personal funcionario con un régimen jurídico
específico, sino también al personal en régimen laboral que trabaja para
las Administraciones Públicas). El conjunto de personas que se conoce
también con el nombre de burocracia y que ha sido objeto de innume‐
rables estudios desde todas las perspectivas posibles por cuanto, como
se ha dicho, «atenerse exclusivamente a las normas legales implica un
desconocimiento de la auténtica realidad del sistema».

La burocracia evoca en muchas personas un concepto peyorativo
que apela a lo inercial y rutinario. Pero la burocracia es mucho más que
esa visión caricaturesca y limitada. Se refiere al conjunto de personas
que trabajan para la Administración, pero tiene también una dimensión
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política en la medida en que la burocracia acaba siendo un eslabón fun‐
damental entre el Estado y la sociedad y, en ese sentido, es también un
Poder. Y un poder creciente porque a lo largo de todo el siglo XX el
número de los empleados públicos no ha hecho más que aumentar en
paralelo al crecimiento imparable de las funciones del Estado.

Los funcionarios representan el rostro, el escaparate, la cara del
Estado, de la Comunidad Autónoma, de la entidad local. Son ellos, a la
postre, los que pueden facilitar o dificultar, agilizar o retardar, cumplir
o incumplir los postulados normativos que sirven de garantía. Pueden
actuar rutinaria e inercialmente o hacerlo con «espíritu de servicio», una
expresión clásica que con frecuencia se identificaba también con la idea
de pertenencia a una organización y al prestigio que ello también con‐
llevaba. De ahí que la incidencia en el tema de la burocracia resulte
decisiva para las nuevas exigencias públicas. De ahí también la impor‐
tancia de considerar al funcionario no sólo como un trabajador que per‐
cibe un salario, sino como un agente del Poder público para la ordena‐
ción de la sociedad, como señaló hace muchos años Alejandro Nieto,
uno de nuestros máximos especialistas.

Y es que, sin renuncia alguna de los legítimos derechos laborales de
quienes trabajan para los entes públicos, no debe perderse de vista un
dato que con frecuencia pasa desapercibido y que apela a lo que tradi‐
cionalmente se denomina la relación orgánica. Digámoslo directa‐
mente: las Administraciones Públicas, que sirven a la sociedad (art. 103
CE), que se financian con dineros públicos recaudados a través de los
impuestos y que tienden a conseguir los fines constitucionalmente pro‐
clamados, no deben ser observadas primariamente como empresas
(prescindiendo ahora de la posible utilización de técnicas de gestión
ensayadas con éxito en la empresa privada) sino como Estado. No son,
por consiguiente, un patrón cualquiera. No son, en absoluto, equipara‐
bles a quienes motivados por el también legítimo ánimo de lucro arries‐
gan su propio dinero en la búsqueda de beneficios privados y en la con‐
secución de unos fines que sólo indirectamente conectan con la gene‐
ralidad de los ciudadanos. De ahí la importancia de asumir estos
planteamientos tanto por parte de quienes gestionan el empleo público
como por quienes trabajan en la Administración. Y ello porque la con‐
versión de las previsiones constitucionales en hechos reales depende en
muy buena medida, como digo, del talante, de la actitud y, por qué no
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decirlo, de la ética y de la responsabilidad personal de los empleados
públicos o, mejor dicho, —porque la expresión refleja muy bien su
contenido— de los funcionarios públicos, de quienes efectivamente
cumplen y desarrollan una función pública, es decir, colectiva. Una
expresión ésta —la de los funcionarios— muy similar a la que se utiliza
para designar la misma realidad y con el mismo sentido en el mundo
anglosajón donde se habla de civil servants.

La regulación de los empleados públicos depende, naturalmente, de
las normas que los regulen. Unas normas que deben proporcionar segu‐
ridad y desterrar al tiempo tanto el halago fácil como la agresión sim‐
plista. Hay que apelar, sí, a la responsabilidad individual, pero es en el
diseño de las funciones y los puestos de trabajo, en la selección, en las
retribuciones, en el sistema de promoción, en el clima laboral, donde
está en juego verdaderamente la viabilidad de una Administración efi‐
caz, dinámica, moderna y servicial.

Con todo, las leyes que disciplinan la función pública son sólo un
instrumento de lo que podríamos denominar en sentido amplio la «polí‐
tica de personal» cuyo perfeccionamiento, como dice un viejo Informe
de OCDE, constituye «una base indispensable para cualquier esfuerzo
de mejora de la receptividad, de modificación de la actitud de los ser‐
vicios públicos respecto a la innovación y la productividad, para cual‐
quier apertura del servicio público a un contacto mayor con la sociedad
a la que sirve, para cualquier esfuerzo destinado a preparar a los fun‐
cionarios a afrontar los cambios tecnológicos y para garantizar un apoyo
duradero al cambio administrativo».

Las políticas de personal, ha dicho Joan Prats, consisten en «la fija‐
ción de objetivos estratégicos que expresan equilibrios de valores en un
contexto económico, social, político y tecnológico determinado, y que
se desgranan en objetivos operacionales formulados mediante normas,
directivas y resoluciones». Por eso —sigue diciendo este autor—
«cuando la dirección de personal se basa en la simple aplicación de
regulaciones legales y de un repertorio técnico meramente mecánico,
entonces no estamos delante de una verdadera gestión, sino de una sim‐
ple administración de personal».

La política de personal consiste en partir de unos valores (la eficacia,
la responsabilidad, la objetividad, la igualdad, el mérito...) que suponen
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II.

A)

optar y sacrificar parcialmente otros valores igualmente posibles y,
teniendo en cuenta ciertas condiciones ambientales (la política presu‐
puestaria, el margen competencial, las condiciones políticas y sociales,
las disponibilidades humanas...), fijar unos objetivos estratégicos (la
calidad, la productividad, la paz social, la reducción de costes...) plas‐
mados a través de normas e implementados mediante las funciones de
gestión (selección, retribución, sanción, etc.) que constituyen ya, más
concretamente, la administración del personal.

Para estudiar la función pública entendida no sólo como el conjunto
de personas al servicio de la Administración sino, sobre todo, como el
régimen jurídico que las disciplina, es preciso referirse, tras estas pre‐
cisiones introductorias, a los datos generales que la enmarcan.

LA NORMATIVA GENERAL SOBRE EL EMPLEO
PÚBLICO: ANTECEDENTES Y SITUACIÓN ACTUAL

Breve evolución histórica: del Estatuto de Bravo Murillo a la
Ley de Funcionarios Civiles del Estado de 1964

1. La historia de los funcionarios es un poco también la historia de
la Administración. Sin embargo, no puedo en este Capítulo adentrarme
en los detalles de una evolución tan compleja como apasionante. Baste,
pues, con una referencia de Antonio Gil de Zárate que, refiriéndose a la
situación del siglo XIX, afirmaba:

Estudio preliminar

«Aunque ser empleado no era en España antiguamente privilegio exclu‐
sivo de ninguna clase, una práctica constante hacía que, por lo general, el
empleado naciese del empleado. Apenas el hijo de un oficinista había
salido de la escuela cuando, teniendo a lo sumo doce años, se le colocaba
de meritorio al lado de su padre. Allí se soltaba en la letra, se perfeccionaba
en las cuentas y aprendía lentamente las prácticas burocráticas. Al cabo
de seis o más años había por fin una vacante y entraba de neófito de escri‐
biente de número con sus 300 ducados de sueldo. Ya estaba encarrilado;
ya no tenía más que dormirse sobre su cartapacio, dejarse llevar suave‐
mente y entregarse al dulce y pausado movimiento que año tras año le
hacía recorrer todos los grados de la escala hasta llegar a escribiente pri‐
mero; desde allí daba, en otro empujón, el suspirado salto a la categoría
de oficial... El horizonte de sus deseos no se extendía más allá del círculo
de su oficina; aspiraba únicamente, si Dios le daba vida, al puesto de oficial
mayor; y cuando, al cabo de los años le alcanzaba, cubierto de canas, con
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Desde entonces las diversas normas que se han ido dictando han
abordado, con frecuencia de forma fragmentaria, diversas cuestiones
que configuraban o estaban en la base de las aspiraciones de políticos
y funcionarios. Así, las exigencias del ingreso (para luchar contra la
práctica habitual de no exigir requisitos; práctica arbitraria que hizo
decir a algún escritor costumbrista, como Mesonero Romanos, que los
destinos parecían segundos apellidos y los apellidos aparecían vincu‐
lados a los destinos), los requisitos para los ascensos y la provisión de
puestos (tema en el que, desde siempre, ha latido el debate entre el
mérito, con el inconveniente o peligro de la discrecionalidad en su valo‐
ración, y la antigüedad, criterio más objetivo pero no siempre con resul‐
tados funcionales), la búsqueda de inamovilidad y la erradicación de las
cesantías (con el también buscado contrapeso de la lealtad y neutralidad
política), la retribución digna, la participación y representación, el sin‐
dicalismo funcionarial...

Detengámonos, pues, aunque sea muy brevemente, en las principa‐
les normas que han regulado la burocracia, el empleo público, en España
a partir de la mitad del siglo XIX que es la referencia que importa, más
que para la Historia, para el Derecho.

2. Prescindiendo el llamado Estatuto de Luis López Ballesteros,
Ministro de Hacienda de Fernando VII, de 7 de febrero de 1827 (que se
limitaba a clasificar a los empleados de Hacienda, aunque apuntaba ya
ciertas regulaciones sobre ascensos), la primera normativa sistemática
y general del empleo público se debe —puede decirse que casi perso‐
nalmente— al Presidente o Jefe del Gobierno, Juan Bravo Murillo, «un
pragmático de curiosa modernidad», como lo ha definido Alejandro
Nieto. Se trata del RD de 18 de junio de 1852, conocido, justamente,
como Estatuto de Bravo Murillo, en el período moderado del reinado
de Isabel II. Su título era bien expresivo: «Real Decreto fijando las bases
para el ingreso y ascenso en todos los empleos; derechos y categorías
de los empleados en todos los ramos». Y en su Exposición de Motivos,
después de postular el carácter provisional de la reforma, que debería
hacerse por Ley (aunque nunca llegó), arremete contra la situación
anterior. Una situación basada en la idea de que el principal y único

Empleo público Luis Martín Rebollo

la dignidad de secretario del rey y tal vez con la Cruz de Carlos III, teníase
por persona de la sociedad. Si el sueldo no era grande pagábase al menos
puntualmente y había gajes, regalos y obvenciones».
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mérito del aspirante a empleado era el haber logrado el favor de quienes
en cada momento gobernaban, de manera que a cada cambio político
sucedía un sinnúmero de cesantes y una remoción completa de la Admi‐
nistración con todo lo que ello representaba: inseguridad, tragedias per‐
sonales, transformismos políticos para conservar los puestos e inefica‐
cia global. La literatura —en especial, la obra de Larra— ha dado cum‐
plida cuenta de esta situación y de sus dramáticas consecuencias. Se
trataba del resultado inevitable de una peculiar manera de entender la
responsabilidad política de los Ministros: si ellos respondían política‐
mente de los actos de los funcionarios que de ellos dependían, éstos
habrían de ser nombrados en virtud de la confianza del Ministro y, en
consecuencia, podrían ser cesados discrecionalmente y, desde luego,
cuando se produjera un cambio gubernamental. Es lo que en otros luga‐
res se denominó el spoil system y que en algunos países no ha sido del
todo erradicado y aún subsiste parcialmente en la actualidad.

Las cesantías continuaron a todo lo largo del siglo XIX y las justi‐
ficaron autores tan conspicuos como Alejandro Oliván o incluso Manuel
Colmeiro con el mismo argumento de la responsabilidad ministerial. El
Decreto de Bravo Murillo pretendió paliar un poco esa situación por el
procedimiento de exigir, cuando menos, alguna preparación a los aspi‐
rantes a ocupar los puestos dejados temporalmente vacantes por los
cesantes. La Exposición de Motivos del Decreto de 1852 alude indi‐
rectamente al tema cuando dice:

Se pretende, pues, como mínimo, exigir al aspirante «las cualidades
y conocimientos propios de una esmerada educación elemental» y
luego, los propios o especiales del servicio de que se trate. A medida
que se asciende en la escala jerárquica se exigen «cualidades superio‐
res» y una «instrucción más vasta y escogida». El ascenso debería pro‐
veerse en sus dos terceras partes «por rigurosa antigüedad» y un tercio
por elección. Ello no obstante, la norma reservaba una serie de puestos
o empleos en la Península a los naturales de Ultramar («tan españoles
y leales a su patria como los nacidos en Castilla»), así como a quienes
hubieran servido con buena nota en el Ejército o la Armada.
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«Una deplorable experiencia ha venido a demostrar que el no exigir requi‐
sitos y condiciones necesarias para la entrada en la carrera de la Admi‐
nistración, equivalía a constituir los destinos en patrimonio del favor y a
convertir por otra parte la práctica en ciega rutina».
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La segunda gran novedad del estatuto de Bravo Murillo fue la cla‐
sificación de los funcionarios. Esa clasificación —que en la práctica
habría de estar vigente prácticamente cien años— se refería a lo que hoy
llamaríamos funcionarios de administración general y se plasmaba en
el art. 1. Allí se contemplaban las siguientes categorías: 1.ª, Jefes Supe‐
riores; 2.ª Jefes de Administración; 3.ª Jefes de negociado; 4.ª Oficiales
y 5.ª Aspirantes a oficial (llamados luego auxiliares). Los subalternos
no tenían a esos efectos el carácter de empleados públicos.

A las categorías iban unidos los sueldos. A pesar de esa unificación
en categorías, la norma posibilitaba la existencia de «carreras cuyos
empleados tengan condiciones especiales» (art. 44), esto es, abría la
puerta a la diferenciación entre lo que luego se han llamado los cuerpos
generales (propios de las tareas burocráticas y de gestión administrativa
ordinaria) y los denominados Cuerpos especiales que, a pesar de su
variedad, constituyeron, casi desde el primer momento, el núcleo deci‐
sivo de la Administración.

En definitiva, las tres características más destacadas del Estatuto de
Bravo Murillo fueron que por primera vez se clasifica a los empleados,
se unifica su régimen (por cuanto, salvo excepciones, regía para todos)
y se introduce una cierta idea de mérito para acceder y para ascender.
Pero la gestión del personal quedaba a la responsabilidad aislada de cada
Ministerio y nada impedía la evolución separada de los cuerpos espe‐
ciales.

3. Después, los sucesivos intentos de reforma de la función pública
fracasaron uno tras otro. Como decía el Preámbulo de un Decreto de la
I República en materia de retribuciones (Decreto de 30 de mayo de
1873):

Ha de transcurrir mucho tiempo hasta dar con otra reforma impor‐
tante: el llamado Estatuto de Maura, de 1918. En ese largo período de
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«La cuestión de los empleos y de los empleados públicos viene siendo en
nuestro país formidable escollo donde con frecuencia naufragan propósi‐
tos levantados y reformas benéficas... Existe de una parte la vulgar preo‐
cupación de que los oficios del Estado hayan de convertirse poco menos
que en asilos de Beneficencia y de otra parte hay la no menos errónea
creencia de que la Administración Pública es un asunto baladí y que todos
sirven para todo».
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tiempo de más de medio siglo los llamados cuerpos especiales, embrio‐
narios al principio, proliferaron por doquier y, poco a poco, adquirieron
posiciones de poder.

A lo largo de todos esos años, a las reivindicaciones salariales vin‐
culadas al incipiente movimiento sindical, se unió la aspiración a la
inamovilidad y el fin de las cesantías. Ese es, justamente, el mayor logro
del Estatuto de Maura plasmado en la llamada Ley de bases de funcio‐
narios de 22 de julio de 1918 que, sin embargo, supone un intento de
liquidar el asociacionismo funcionarial por el expediente de exigir la
aprobación expresa del Ministro para la existencia y pertenencia a cual‐
quier asociación de funcionarios «aunque tenga por objeto un legítimo
interés». No es de extrañar, si se considera el momento convulso en que
la ley se dicta y el hecho cierto de que el movimiento sindical había
logrado poner contra las cuerdas al propio régimen político con la
huelga general de 1917, tras la cual se sucedieron varios Gobiernos y
se generó una situación prebélica. En ese contexto el Estatuto es una de
las primeras medidas adoptadas por el Gobierno Nacional presidido por
el político conservador Antonio Maura, que había accedido a la presi‐
dencia del Gobierno sólo unos meses antes, el 21 de marzo de 1918, en
medio, como he dicho, de una situación de crisis social e institucional.
Por lo que hace a los funcionarios, la Ley de 1918 se dicta con el implí‐
cito, aunque no declarado propósito de acabar con el incipiente sindi‐
calismo funcionarial a cambio de poner fin también a las cesantías y
garantizar la inamovilidad.

La Ley, cuyo Reglamento fue aprobado en seguida, por RD de 7 de
septiembre de 1918, supone una reforma general que habría de estar
también en vigor casi cincuenta años.

En primer lugar, modifica las categorías existentes con el intento de
establecer una carrera administrativa más o menos similar a la militar.
En adelante, los funcionarios técnicos se dividirán en Jefes de Admi‐
nistración, Jefes de Negociado y Oficiales, y cada una de esas tres cate‐
gorías se subdividirán, a su vez, en tres clases (primera, segunda y ter‐
cera) a las que les corresponderán diferentes retribuciones. Los funcio‐
narios auxiliares constituyen una sola categoría. La Ley, que deja fuera
la regulación de los Cuerpos especiales, previendo la adaptación del
estatuto de cada uno de esos cuerpos para los que la normativa general
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era subsidiaria aplicable solo en ausencia de normas específicas de
aquéllos.

En cuanto al ingreso se pretende generalizar la oposición y se prevé
expresamente el ingreso de la mujer en la categoría de auxiliar, así como
en el servicio técnico, aunque en este segundo caso sólo si los regla‐
mentos de cada Ministerio así lo previeran determinando «las funciones
a que puede ser admitida y aquellas que por su especial índole no se le
permitan» (Base segunda). El ingreso se hará, normalmente, por la ter‐
cera clase de cada categoría, exigiéndose en cada caso diferentes requi‐
sitos de edad y formación. Los ascensos se prevén «por rigurosa anti‐
güedad», con algunas excepciones en las que se preveía el ascenso por
elección u oposición (lo que, al parecer, acabó por no aplicarse).

Se contempla también la fijación de las retribuciones (increíble‐
mente referidas aún a las previsiones del Decreto de 1852), el horario
de trabajo (seis horas diarias), el deber de residencia, el régimen disci‐
plinario, las jubilaciones (a los 67 años como regla y voluntarias a los
65 o tras 40 años de servicio), las excedencias y el régimen de clases
pasivas. Pero la gran novedad, la significación del Estatuto de 1918 en
la historia de la función pública fue, como ya dije, el establecimiento
de la inamovilidad funcionarial, la limitación a la separación discrecio‐
nal del servicio. Así, la base quinta afirma que «los funcionarios técni‐
cos y auxiliares no podrán ser declarados cesantes sino en virtud de
expediente gubernativo, instruido con audiencia del interesado, por fal‐
tas graves». Por excepción, se autoriza al Consejo de Ministros la posi‐
bilidad de acordar discrecionalmente la cesantía o separación de un
funcionario «por conveniencia del servicio», dando cuenta a las Cortes
y cubriendo la vacante después «por rigurosa antigüedad».

4. Las grandes etapas de la historia de la función pública española
suponen, después de 1918, un salto de casi medio siglo. Hay que llegar,
en efecto, a 1964 para poder hablar de una nueva Ley reguladora cuya
vigencia parcial —al menos para la Administración del Estado— dura
hasta nuestros días. Entretanto, sin embargo, el país sufre notables cam‐
bios políticos que tienen incidencia y traducción en la normativa fun‐
cionarial. Siguen creciendo los Cuerpos especiales con una regulación
propia y específica y, al mismo tiempo, surgen algunas curiosas normas
fruto más de la ingenuidad que de otra cosa. La Dictadura de Primo de
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Rivera, a partir de 1923, aporta algunos ejemplos. Así, la Orden de 12
de octubre de 1923 que prohíbe el pluriempleo y, sobre todo, un monu‐
mento al candor y a la inocencia como es la Orden de 10 de abril de
1924 en virtud de la cual, a partir de su entrada en vigor, se recuerda a
los funcionarios la prohibición de hacer, admitir o contestar recomen‐
daciones de todo tipo y, en particular, las efectuadas para provisión de
cargos, cambios de destino y resolución de asuntos...

Seguramente la norma más importante de la época es el RD de 26
de octubre de 1926 por el que se regula el régimen de clases pasivas
cuya gestión asume el Estado (aunque se llegó a intentar adjudicar el
servicio como concesión a una compañía de seguros) y que, convalidado
por la II República, en 1931, ha estado vigente hasta tiempos bien
recientes. Sustituido por la ley de derechos pasivos de los funcionarios
de 21 de abril de 1966, algunos de sus preceptos continuaron vigentes
hasta su derogación en el vigente Texto refundido aprobado por RD
legislativo 670/1987, de 30 abril.

5. Durante la II República no hay grandes reformas que destacar. Y
después de la guerra, el primer franquismo supuso, como en muchos
otros ámbitos, un retroceso. Las depuraciones de funcionarios y la
supresión de la inamovilidad son algunos ejemplos. En relación con
todo ello cabe citar la Ley de depuración de funcionarios de 10 de
febrero de 1939, todavía sin acabar la guerra civil; la ley general de
responsabilidades políticas, de 9 de febrero de 1939; la Ley de suspen‐
sión de la inamovilidad de los funcionarios de 2 de marzo de 1939, cuyo
artículo único disponía, sin más, la suspensión de la inamovilidad «en
cuanto a destinos, cargos y puestos, de los funcionarios pertenecientes
a la Administración Civil del Estado»; o la Ley sobre los Tribunales de
honor, de 17 de octubre de 1941 que, aunque obsoleta e inaplicada,
siguió vigente y sólo es formalmente derogada por la Constitución de
1978 (art. 26).

6. No podemos detenernos ahora en otros detalles de una evolución
no siempre lineal. Baste decir que el proceso evolutivo del régimen
político iniciado en la segunda parte de los años cincuenta y en el que
se insertan, en el plano jurídico-institucional, leyes como las de expro‐
piación (1954), régimen local (1955), jurisdicción contencioso-admi‐
nistrativa (1956), régimen jurídico de la Administración del Estado
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(1957) o procedimiento administrativo (1958) imponía una reforma de
la función pública. Hasta los años cincuenta lo único que había habido
fue una subida de los sueldos (bloqueados prácticamente desde 1918)
llevada a cabo por Ley de 15 de marzo de 1951; subida que podría llegar
hasta el 40% del salario percibido. Pero se imponía una reforma más
general. Y así lo explicitaba la Exposición de motivos de la Ley de bases
de 20 de julio de 1963, de la que trae causa Texto Articulado de 1964,
la denominada Ley de Funcionarios Civiles del Estado de 7 de febrero
de 1964:

Estamos ya, en efecto, en el pórtico de nuestro tiempo por cuanto,
como he dicho, el resultado articulado de la Ley de bases de 1963 está
aún parcialmente vigente. Se trata del Texto articulado de esa Ley de
Bases aprobado por Decreto 315/1964, de 7 de febrero.

La reforma de 1964 fue una apuesta ambiciosa que tuvo como fina‐
lidad básica la unificación y sistematización del régimen funcionarial
ante una situación caótica y dispersa como la que hasta entonces existía.

Efectivamente, la Ley tenía una pretensión unificadora y así se
deducía de sus primeros artículos. Ello no obstante, declaraba su carác‐
ter meramente supletorio respecto de las disposiciones relativas a los
funcionarios de cuerpos especiales a los que solamente les eran de apli‐
cación directa algunos preceptos de la misma (art. 24).

La pretensión unificadora se plasmó, sobre todo, en la previsión de
los llamados Cuerpos generales (inicialmente cuatro: Cuerpo General
Técnico, Administrativo, Auxiliar y Subalterno) de carácter intermi‐
nisterial, a los que se atribuían funciones comunes al ejercicio de la
actividad administrativa, rompiendo así con la tradición anterior de
cuerpos vinculados a Ministerios concretos. La gran apuesta fue el
Cuerpo General Técnico (actual Cuerpo de Administradores Civiles
Superiores) que, tomando como referencia y modelo la Escuela Nacio‐
nal de Administración francesa (la famosa ENA), pretendía erigirse
como el eje directivo de la Administración al modo de los ejecutivos de
la empresa privada. Ello no obstante, los Cuerpos especiales subsistían,
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«Es evidente que la materia de funcionarios exige de modo urgente e ina‐
plazable no ya retoques parciales sino una total renovación. En pocos
campos como éste se han dejado oír tantas y tan autorizadas voces en
demanda de un nuevo texto legal».
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considerándose tales los integrados por funcionarios que ejercen acti‐
vidades objeto de una peculiar carrera o profesión. Pero su ampliación
quedaba reservada a la Ley (art. 24.2).

Desde el punto de vista sistemático la Ley definía y clasificaba a los
funcionarios, preveía los órganos superiores en materia de función
pública (en particular, un órgano central al que se encomienda la for‐
mulación de la política de personal: la Comisión Superior de Personal),
definía los Cuerpos y regulaba en detalle la vida del funcionario (la
selección, la formación, el perfeccionamiento, la adquisición y pérdida
de la condición funcionarial, las situaciones, la provisión de puestos de
trabajo por concurso y antigüedad, los derechos y deberes, el régimen
disciplinario y las retribuciones). Por lo que hace a estas últimas —
eterno caballo de batalla— la Ley esbozaba un intento de clarificación
en términos no muy diferentes a la situación actual (sueldo-base, trie‐
nios y pagas extraordinarias más los complementos de destino, de dedi‐
cación especial y familiar, previéndose también gratificaciones, indem‐
nizaciones e incentivos: arts. 95 a 101). Estas previsiones fueron, sin
embargo, muy pronto afectadas por la Ley 31/1965, de 4 de mayo, de
retribuciones, a su vez sustituida por el posterior RD-Ley 22/1977, de
30 de marzo.

La Ley no aludía al asociacionismo funcionarial, una cuestión dis‐
cutida e importante en la historia reciente de la función pública.

En cuanto a la estructura de la función pública se suprimen las ante‐
riores categorías personales. Asegurada y reafirmada la inamovilidad
de los funcionarios, su organización pivota sobre los Cuerpos a los que
se les asignan funciones específicas, no obstante lo cual la propia Ley
preveía que algunos puestos de trabajo pudieran ser desempeñados
indistintamente por funcionarios de diversos Cuerpos (planteamiento
que es el que se va a generalizar tras la reforma de 1984 siendo preci‐
samente ésa una de sus notas más características). A partir de esa regla
general, esto es, la vinculación de funciones específicas para cada
Cuerpo, general o especial, la Ley preveía también la clasificación de
los puestos de trabajo de acuerdo con las bases que debía aprobar el
Gobierno. Esta clasificación debería considerar, dentro de los puestos
reservados a cada Cuerpo, sus características singulares, condiciones de
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ejercicio y su nivel, aunque esta previsión no parece que se cumpliera
en toda su exactitud.

El régimen de la función pública se completó luego con las normas
específicas dedicadas a la seguridad social. Primero, mediante el
Decreto 1120/1966, de 21 abril, por el que se aprobó el Texto Refundido
de la ley de derechos pasivos (en sustitución del ya citado de 1926)
donde se prevén las pensiones públicas por jubilación y fallecimiento.
Y más tarde, con la implantación del régimen de mutualismo funcio‐
narial (Ley 29/1975, de 27 de junio) que completaba al anterior en
materia de prestaciones sanitarias, farmacéuticas, ayudas sociales y
pensiones complementarias.

Todas estas normas enlazan ya con el presente. La Ley de 1964 fue
parcialmente derogada por la Ley 30/1984, de 2 agosto, pero subsiste
parte de su regulación, como luego se dirá. El Texto Refundido de clases
pasivas de 1966 ha sido sustituido por el vigente Texto Refundido apro‐
bado por RD legislativo 670/1987, de 30 abril. Y la Ley 29/1975 sólo
en el año 2000 fue derogada y sustituida por el RD legislativo 4/2000,
de 23 de junio, que aprueba el Texto refundido de la ley sobre Seguridad
Social de los funcionarios civiles del Estado.

Estamos ya, como digo, en la antesala del presente y ante una nor‐
mativa moderna que abordó los problemas clásicos del régimen fun‐
cionarial: la inamovilidad (ya no discutida), el ingreso (sobre la base
del principio de mérito), los ascensos (y el repetido debate entre el cri‐
terio de la antigüedad y el de la capacidad), la valoración del trabajo,
las retribuciones, el asociacionismo, el modelo organizativo... Temas
todos ellos de permanente actualidad y con soluciones en algunos casos
que recuerdan mucho a las supuestas «novedades» del presente... Sobre
todo ello incidirán otra vez las normas vigentes a las que me referiré no
sin antes hacer una mención obligada a las escasas previsiones que sobre
la función pública se incluyen de la Constitución de 1978.
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B)

a)

La situación actual

La Constitución y la competencia de las Comunidades Autóno‐
mas para legislar sobre sobre su propia función pública

La Constitución contiene pocas referencias a la función pública.
Únicamente el artículo 103.3 remite a la Ley y dispone que ésta regulará,
entre otras cuestiones, el estatuto de los funcionarios, el acceso a la
función pública de acuerdo con los principios de mérito y capacidad,
las peculiaridades del ejercicio del derecho a la sindicación y el sistema
de incompatibilidades.

Pero hay otra circunstancia nueva importante. Y es que, habiendo
sido adoptado un modelo político descentralizado —el de las Comuni‐
dades Autónomas— la Constitución admite que éstas puedan tener sus
propias leyes de funcionarios, pero en el marco de la legislación básica
del Estado. Y a tal efecto el art. 149.1.18.ª CE prevé expresamente que
es competencia exclusiva del Estado aprobar las bases «del régimen
estatutario de sus funcionarios»; bases que podrán ser desarrolladas
luego, en términos no necesariamente coincidentes en los aspectos no
básicos, por el legislador autonómico.

En el momento de aprobarse la Constitución seguía vigente la Ley
de 1964 a la que me acabo de referir en el epígrafe anterior. Tras la
Constitución se estaba a la espera del «estatuto» al que aludía el citado
art. 103.3. Pero dicho estatuto no se aprobó. Es más, puede decirse que
hasta 2007 no ha existido una ley con tal nombre (el Estatuto Básico del
Empleado Público) y como un texto único con pretensiones globales.
De manera que hasta ese momento (y aun después, como veremos) el
«estatuto» de la función pública, como concepto genérico, se hallaba
disperso en varias leyes, pero, sobre todo, en la primera Ley postcons‐
titucional de la función pública, la Ley 30/1984, de 2 agosto, de Medidas
para la reforma de la función pública, que se convirtió así en el eje del
sistema pues la nueva estructura de la función pública que de ella surge
es la que continúa en la actualidad. Una ley, por otra parte, con vocación
de aplicación generalizada pues muchos de sus preceptos eran básicos
y se imponían a la potestad legislativa de las Comunidades Autónomas
para regular su propia función pública (art. 1.3).
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b)

c)

–

La Ley 30/1984, de Medidas para la función pública como pri‐
mera legislación básica. Un cambio de modelo (remisión)

Como acabo de decir, en 1984 se aprueba, con cierto carácter pro‐
visional, la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de medidas para la reforma de
la función pública. Una Ley muy importante por varias razones. Pri‐
mero, porque es la primera ley que se declara expresamente básica en
muchos de sus preceptos enmarcando así la competencia legislativa de
las Comunidades Autónomas. Pero, además, porque se trata de una Ley
que supone una transformación radical del modelo anterior basado en
los Cuerpos para pivotar ahora sobre los Puestos de Trabajo, como más
adelante explicaré en detalle. Con todo era, como digo, una ley con
cierto carácter de provisionalidad a la espera de una norma más general
que regulara todos los aspectos relacionados con la función pública
como organización y con los funcionarios como sujetos con derechos y
deberes. Es decir, una Ley que contemplara tanto la relación orgánica
como la relación de servicio de los empleados públicos. Ese carácter de
provisionalidad hizo que la Ley 30/1984 no derogara completamente la
anterior Ley de Funcionarios de 1964, de forma que hasta el Estatuto
Básico del Empleado Público de 2007 conviven en el Ordenamiento de
la función pública la Ley 30/1984 y parte de la Ley de 1964 (Texto
Articulado aprobado por Decreto 315/1964, de 7 febrero). E incluso
después del citado Estatuto ambas leyes mantienen parcial y provisio‐
nalmente su vigencia, como en seguida indicaré.

Referencia a otras normas estatales (algunas de carácter básico)
de aplicación general

Pero esas dos Leyes de 1984 y 1964 no eran las únicas normas que
antes de 2007 había que considerar para conformar el conjunto de nor‐
mas aplicables al empleo público de todas las Administraciones. Junto
a las citadas normas pre y postconstitucionales había que tener en cuenta
también otras dictadas en el marco de la Constitución y que contribu‐
yeron a configurar el citado «estatuto» de la función pública. Así,

En materia de incompatibilidades, la Ley 53/1984, de 26 diciem‐
bre, de Incompatibilidades del Personal al servicio de las Admi‐
nistraciones Públicas, que tiene carácter básico y cuyo Regla‐
mento fue aprobado por RD 598/1985, de 30 abril. A esa norma
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–

–

–

central sobre el tema de las incompatibilidades remite la posterior
Ley orgánica 1/1985, de 18 enero, sobre Incompatibilidades del
personal al servicio del Tribunal Constitucional, Consejo Gene‐
ral del Poder Judicial, Tribunal de Cuentas, personal de la Admi‐
nistración de Justicia y Consejo de Estado. En lo que se refiere a
Jueces y Magistrados la regulación está en los arts. 389 y siguien‐
tes de la Ley orgánica del Poder Judicial.

Sobre participación y sindicación, sin perjuicio de las formas de
representación establecidas en la Ley orgánica 11/1985, de 2
agosto, de Libertad Sindical, había que tener en cuenta la Ley
9/1987, de 12 junio, de Órganos de Representación, Determina‐
ción de las Condiciones de Trabajo y Participación del Personal
al Servicio de las Administraciones Públicas (hoy ya derogada
por el Estatuto básico del Empleado Público, que incorpora a su
texto las previsiones sobre negociación colectiva y representa‐
ción del personal).

Sobre clases pasivas y seguridad social de los funcionarios, se
aprobaron dos normas, que continúan vigentes y sustituían a la
dispersa e incompleta legislación anterior: los RRDD legislativos
670/1987, de 30 abril y 4/2000, de 23 junio.

Era también de aplicación a los funcionarios, como norma básica,
la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de riesgos
laborales, que transpone diversas Directivas comunitarias. Y el
RD 1488/1998, de 10 de julio, de adaptación de la citada norma‐
tiva a la Administración General del Estado (ahora derogado y
sustituido por el RD 67/2010, de 29 enero, con el mismo título y
finalidad).

Hay que considerar, además, con distinta entidad y significación
algunos Reglamentos estatales de desarrollo de la Ley 30/1984, cuya
aplicación en tanto que normativa básica en el ámbito autonómico es
más cuestionable, por más que pueda eventualmente sostenerse su
carácter supletorio en ausencia de normativa autonómica. En concreto,
cabe mencionar los siguientes (todos ellos parcialmente vigentes, al
menos para la Administración del Estado, en cuanto no se opongan al
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–

–

–

d)

Estatuto Básico del Empleado Público y ahora también al RD-Ley
6/2023, de 19 diciembre, al que más adelante me referiré):

Reglamento general de ingreso del personal al servicio de la
Administración General del Estado y de la provisión de puestos
de trabajo y promoción profesional, aprobado por RD 364/1995,
de 10 de marzo.

Reglamento de situaciones administrativas, aprobado por RD
365/1995, de 10 de marzo.

Reglamento de régimen disciplinario de los funcionarios de la
Administración del Estado, aprobado por RD 33/1986, de 10 de
enero.

Así, pues, hasta 2007 y luego hasta el Texto Refundido del Estatuto
Básico, de 2015, no había «un estatuto» de la función pública. Ese esta‐
tuto, entendido como la normativa específica aplicable a ese grupo de
personas, había que buscarlo en el conjunto de normas citadas, entre las
que destaca, desde luego, como la más importante, la Ley 30/1984.

La STC 99/1987 y la Ley 23/1988, de reforma de la Ley 30/1984

La Ley 30/1984 ha sufrido bastantes modificaciones parciales por
normas posteriores en aspectos concretos (en materia de situaciones,
licencias y permisos, por ejemplo). Pero hay una temprana modificación
que destaca sobre todas las demás: la llevada a cabo por Ley 23/1988,
de 28 julio, condicionada en parte por la STC 99/1987, de 11 junio, que
declaró inconstitucionales varios preceptos del texto inicial y de la que
conviene también ahora dar breve cuenta.

La Ley 30/1984 fue, en efecto, impugnada ante el Tribunal Consti‐
tucional y dicho recurso, en parte, prosperó. Los aspectos controvertidos
eran la deslegalización que la Ley operaba en algunos aspectos de la
normativa funcionarial (permitiendo su regulación por Decreto) y la
opción por un régimen que podía entenderse tendía a la laboralización
(al colocar al mismo nivel el régimen laboral que el propiamente fun‐
cionarial o estatutario). En particular, se cuestionaba el art. 15 que atri‐
buía a la Administración la especificación de «aquellos puestos que, en
atención a la naturaleza de su contenido, se reserven a funcionarios
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públicos»; párrafo que en la práctica equivalía a hacer intercambiables
el régimen funcionarial y el laboral pues dependía de una decisión
gubernamental que un determinado puesto fuera cubierto por funcio‐
narios o por personal con régimen laboral.

El Tribunal Constitucional reaccionó frente a esa previsión y al
conocer del recurso, en su Sentencia 99/1987, de 11 junio, habló de una
«deslegalización encubierta», afirmando, además, que la Constitución
había optado, como regla, por el régimen funcionarial, de modo las
eventuales excepciones han de ser eso, excepciones, y, además, que
habrá de ser la Ley la que determine en qué casos y con qué condiciones
pueden reconocerse esas excepciones. Por eso el art. 15 cuestionado
entrañaba una violación del principio de reserva de Ley. De manera que
la STC 99/1987 va a sentar dos principios esenciales: el de la reserva
de ley y el de la opción constitucional por un régimen primordialmente
estatutario, anulando en este punto el mencionado art. 15.1.

Desde la perspectiva de la reserva de ley, el TC hace afirmaciones
tan contundentes como ésta:

Desde la óptica del carácter primordialmente funcionarial del
empleo público, el TC insiste en que la regla general ha de ser que los
puestos de trabajo deben ser desempeñados por funcionarios constitu‐
yendo una excepción su provisión por quienes no tengan tal condición,

La posterior Ley 23/1988, de 28 julio, de reforma de la Ley 30/1984,
supone la respuesta normativa a esta Sentencia, aprovechando el legis‐
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«habiendo optado la Constitución por un régimen estatutario, con carác‐
ter general, para los servidores públicos (arts. 103.3 y 149.1.18.ª), habrá
de ser también la Ley la que determine en qué casos y con qué condiciones
puedan reconocerse otras posibles vías para el acceso al servicio de las
Administraciones Públicas» [FJ 3.c)].

«pues no otra cosa se desprende de la opción genérica de la Constitución
(arts. 103.3 y 149.1.18.ª) en favor de un régimen estatutario para los ser‐
vidores públicos y de la consiguiente exigencia de que las normas que
permitan excepcionar tal previsión constitucional sean dispuestas por el
legislador, garantizándose, de este modo, una efectiva sujeción de los
órganos administrativos, a la hora de decidir qué puestos concretos de
trabajo puedan ser cubiertos por quienes no posean la condición de fun‐
cionario».
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e)

lador la oportunidad para modificar, además, otros preceptos que afec‐
taban a cuestiones centrales del modelo.

Así, pues, como ya he dicho más atrás, la Ley 30/1984, pero también
las demás normas estatales mencionadas, debían ser consideradas como
un bloque. Y había que tenerlas en cuenta desde el punto de vista de su
aplicación a las Comunidades Autónomas. Unas, como la Ley 30/1984,
porque se declaraban expresamente de forma parcial como normativa
básica aplicable a todas las Administraciones. Y otras, porque, aunque
no fueran formalmente básicas, se entendió que ese carácter podía
«inferirse» de su texto y, en todo caso, eran normativa supletoria al
menos hasta la aprobación de las leyes autonómicas, como apuntaba el
art. 11 de la Ley 30/1984.

Sobre la posición y el carácter de la aún parcialmente vigente
Ley de funcionarios civiles del Estado de 1964

Como ya he dicho, hasta la aprobación del Estatuto Básico del
Empleado Público, en el año 2007, seguía vigente la Ley 30/1984 como
norma de aplicación general en el ámbito de la Administración del
Estado y también en las Comunidades Autónomas, directamente en lo
relativo a sus aspectos básicos y, en lo demás, al menos con carácter
supletorio. Pero también subsistían algunos preceptos aislados de la Ley
de Funcionarios de 1964: todos los que no habían sido derogados por
la citada Ley 30/1984. Esa circunstancia planteó el problema del carác‐
ter de esta Ley de 1964; en particular la cuestión de si esos preceptos
vigentes (o, al menos, algunos) se podían considerar «bases» a los efec‐
tos de su aplicabilidad en todas las Administraciones Públicas.

Así, pues, durante muchos años se pensó que tal regulación, aunque
preconstitucional, podía considerarse que tenía carácter básico porque
dicho carácter podía ser inferido genéricamente de la Ley para com‐
pletar así el «estatuto» a que se refiere el art. 103.3 CE. Sin embargo,
una Sentencia del Tribunal Constitucional, la STC 37/2002, de 14
febrero, resolviendo una cuestión de inconstitucionalidad (que fue
desestimada) introdujo alguna afirmación que debe retenerse. La Sen‐
tencia niega, en efecto, el carácter básico de la Ley de 1964 por infe‐
rencia natural. Ello no significa que el Estado no sea el titular de la
competencia de algunos de aspectos regulados en la Ley de 1964 y que
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no pueda cambiarlos con carácter básico, ni que dichos aspectos no
puedan seguir siendo aplicados como Derecho supletorio o incluso en
algún caso con carácter básico, de acuerdo con la doctrina general del
propio Tribunal Constitucional que ha admitido que las Comunidades
Autónomas puedan legislar en materias de sus competencia sin esperar
a la aprobación por el Estado de su normativa básica, pues en esos casos,
por excepción, cabe deducir lo básico de la legislación preexistente, sin
perjuicio, naturalmente, de que esa interpretación pueda ser impugnada
por el Estado ante el Tribunal Constitucional. Lo que el Tribunal vino
a decir en la Sentencia citada es que, con carácter general y en abstracto
no cabe deducir ese carácter básico para toda la Ley por «inferencia
natural». Así, refiriéndose concretamente al régimen sancionador, la
Sentencia sienta la siguiente doctrina:

La Ley de Funcionarios del Estado de 1964 no podrá ser, pues, con‐
siderada básica con carácter general, sin perjuicio de que los escasos
preceptos no derogados se apliquen, desde luego, a la Administración
del Estado y, en algún caso, a las Comunidades Autónomas con carácter
básico o para rellenar supletoriamente sus eventuales insuficiencias. Lo
importante, pues, de la citada Sentencia de 2002 fue que desde ella hay
que descartar que el carácter básico de la Ley de 1964 se infiera por sí
mismo de toda ella. Habrá que hacer una operación interpretativa según
cada supuesto y, en todo caso, tener en cuenta su contenido con carácter
supletorio.
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«habiendo procedido el legislador postconstitucional a establecer de
manera aparentemente completa e innovadora las bases del régimen esta‐
tutario de los funcionarios de las Administraciones Públicas, definiendo
en cuanto al régimen disciplinario como norma básica común a todos ellos
el art. 31 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, no cabe atribuir, de confor‐
midad con la doctrina antes expuesta, naturaleza básica a los preceptos de
la Ley de Funcionarios Civiles del Estado de 1964 referidos al mencionado
régimen disciplinario, al no haber sido declarados expresamente como
básicos por el legislador estatal postconstitucional, ni poder inferirse dicho
carácter de su posible consideración como complemento necesario de las
normas básicas postconstitucionales, al no existir dato alguno que permita
deducir de manera cierta y clara que el legislador postconstitucional no
haya pretendido agotar la regulación de los aspectos que ha estimado
básicos....».
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f)

He aquí, pues, el estado de la cuestión hasta el año 2007. El régimen
de la función pública estaba contemplado, como ya he dicho, en la Ley
30/1984 (gran parte de la cual tenía carácter básico) y en los restos
subsistentes de la Ley de 1964, más las normas sectoriales más atrás
mencionadas.

El conjunto de todas esas normas podía decirse que conformaba el
régimen de la función pública. Un régimen que, desde la perspectiva
general supone abordar la regulación de las clases de empleados públi‐
cos, su organización y su ordenación (estructura de Cuerpos, puestos de
trabajo y métodos de provisión). Y desde la perspectiva individual, esto
es, desde la óptica de la relación de empleo, la regulación de la selección,
la adquisición y pérdida de la condición de funcionario, los derechos y
deberes, las situaciones administrativas y el régimen disciplinario.

Las Leyes repetidamente citadas de 1964 y 1984 abordaban todas
esas cuestiones. Pero como la Ley de 1984 no lo hacía con carácter
general y sistemático no derogó toda la Ley precedente de 1964. De
modo que la suma de ambas Leyes conformaba la regulación del «régi‐
men de la función pública» hasta el año 2007 cuando se aprueba la
primera versión del Estatuto Básico del Empleado que, por las razones
que luego diré, tampoco sustituye del todo y de inmediato —al menos
en el ámbito de la Administración del Estado— a las dos normas citadas,
lo que complica un tanto el panorama del conjunto normativo que pode‐
mos llamar «régimen de la función pública».

Referencia al Estatuto Básico del Empleado Público de 2007 y
2015 y a los intentos de su desarrollo en la función pública de la
Administración del Estado (remisión)

1. Como he venido adelantando ya en las páginas precedentes no
será hasta 2007 cuando se apruebe una Ley que lleva, justamente, ese
título de Estatuto Básico del Empleado Público. Es la Ley La 7/2007,
de 12 de abril; una Ley que pretendía derogar la mayor parte de los
preceptos que continuaban en vigor de las ya citadas Leyes de 1964 y
1984. Una Ley que fue modificada con posterioridad varias veces y que,
por eso, el Gobierno fue autorizado a aprobar un Texto Refundido de
la misma lo que finalmente se produjo por RD legislativo 5/2015, de 30
octubre, del mismo nombre que la Ley de 2007 a la que sustituye y que
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es el texto actualmente vigente que rige, con carácter básico, para todas
las Administraciones.

El RD Legislativo 5/2015, deroga, en efecto, la mayor parte de los
artículos aún vigentes de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado, de
1964 y todos los preceptos básicos de la Ley 30/1984, lo que era una
decisión lógica al ser ahora el nuevo Estatuto la legislación básica de
referencia. Deroga también la Ley 9/1987, de 12 de junio, de órganos
de representación, determinación de las condiciones de trabajo y parti‐
cipación del personal al servicio de las Administraciones Públicas.

Pero, como enseguida veremos, el Estatuto (EBEP) necesitaba y
necesita normas de desarrollo al tratarse de un texto que en muchas
ocasiones se mueve en un plano general. De modo que tanto el Estado
para sus empleados como las Comunidades Autónomas para los suyos
debían adaptar su legislación al Estatuto. En el caso de las Comunidades
Autónomas se trataba de adaptar al Estatuto su propia normativa. Para
la Administración del Estado era algo más complicado puesto que «su»
normativa eran parte de las citadas Leyes de 1964 y, sobre todo, la de
1984 que, incluso después del Estatuto, seguirían parcial y provisional‐
mente vigentes como venía a prever y reconocer la Disposición Final
4.ª3 del Texto Refundido en idénticos términos que ya estaban contem‐
plados en la Ley 7/2007:

2. Como acabo de decir el Estatuto básico debe ser desarrollado y
completado por normas de detalle. Pero esas normas, al menos en el
caso de la Administración del Estado, aun no se han aprobado de manera
que la situación actual tiene un cierto carácter de provisionalidad hasta
que esas normas se aprueben. Luego me referiré con más detalle a ello.
Baste decir ahora que el Estado presentó un proyecto de ley en 2023,
que caducó al disolverse las Cortes; que poco después «rescató» algunos
aspectos de ese proyecto en un Decreto-Ley que sí está vigente (el 
RD-Ley 6/2023 de 18 diciembre) y que, en julio de 2024 volvió a presentar
a las Cortes un nuevo «proyecto de Ley de la Función Pública de la
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«Hasta que se dicten las leyes de Función Pública y las normas reglamen‐
tarias de desarrollo se mantendrán en vigor en cada Administración
Pública las normas vigentes sobre ordenación, planificación y gestión de
recursos humanos en tanto no se opongan a lo establecido en este Esta‐
tuto».
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III.

Administración del Estado» que al cierre de estas páginas aún no ha
terminado su tramitación. Esta es ahora la situación actual y a ella me
voy a referir con más detalle enseguida. Baste, pues, ahora la simple
referencia para mantener el hilo cronológico de la evolución. Una evo‐
lución que exige detenernos en el nuevo modelo de organización de la
función pública que, desde la Ley 30/1984, adopta la legislación básica.
Un modelo complejo pero cuyo conocimiento es condición imprescin‐
dible para entender después la regulación concreta del régimen jurídico
general de la función pública. A ello me referiré a continuación.

EL NUEVO MODELO ESTRUCTURAL DE LA FUNCIÓN
PÚBLICA EN LA LEGISLACIÓN ESTATAL POSTCONS‐
TITUCIONAL

La primera legislación postconstitucional de la Función Pública fue,
como ya he dicho, la Ley 30/1984, de 2 agosto; una Ley que, más allá
de la concreta regulación de los aspectos tradicionales del régimen de
los funcionarios (acceso, derechos, situaciones, régimen disciplinario,
etc.) parte de modelo organizativo nuevo que rompe con el sistema
anterior. Un modelo a medio camino entre los sistemas cerrados o de
cuerpo (como, en esencia, era el anterior) y los sistemas abiertos o de
empleo (a los que se refiere como tendencia). Se trata, pues, de una
transformación de un modelo que pasa, como digo, del modelo basado
en los Cuerpos a otro que tiene como centro de referencia los Puestos
de Trabajo. Aunque más adelante volveré sobre ellos importa ahora
hacer referencia a los dos modelos teóricos existentes en la organización
de la burocracia para centrarnos luego en la concreta opción de la Ley
30/1984 que continúa luego el Estatuto Básico del Empleado Público y
la normativa que lo desarrolla.

La Ley 30/1984 mantiene ciertamente los Cuerpos de funcionarios
(esto es, estructuras organizativas que sirven para seleccionar en bloque
a un conjunto de empleados públicos con formación similar: así, el
cuerpo de abogados del Estado, el cuerpo de gestión, el cuerpo admi‐
nistrativo, etc.). Mantiene los Cuerpos, sí, pero como regla general los
desvincula de unas funciones concretas, de manera que los Cuerpos
sirven para seleccionar colectivamente a funcionarios, pero, salvo
excepciones, no garantizan que esos Cuerpos tengan asignados puestos
o funciones específicas propias. Lo determinante son los puestos de
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A)

trabajo y éstos son de adscripción indistinta, esto es, podrán aspirar a
ellos, con ciertos límites y siguiendo un complejo mecanismo al que
luego me referiré, los funcionarios pertenecientes a una diversidad de
Cuerpos.

No es el momento ahora de llevar a cabo ahora un análisis detallado
de la Ley de Medidas de 1984. Se trata de algo más sencillo. Pretendo
describir sus líneas maestras en lo que se refiere a la estructura y orga‐
nización de la burocracia, como paso obligado para abordar luego, con
el necesario carácter esquemático, el régimen jurídico general de la
función pública —particularmente de la función pública estatal— a
caballo hoy entre la Ley 30/1984 y el nuevo Estatuto del Empleado
Público (de 2007 y 2015).

La Ley 30/1984 supuso un cambio radical, como digo, respecto de
la situación anterior y, por ello, fue objeto de algunos elogios, pero
también de numerosas críticas, algunas de ellas aceradas, entre las que
destacaba la de haber acentuado notablemente la discrecionalidad admi‐
nistrativa y el haber institucionalizado la ficción a partir del carácter
irreal de algunos de sus instrumentos centrales. Sobre ello volveré
inmediatamente. Baste ahora decir que la Ley pretende una visión uni‐
taria del fenómeno burocrático, se declara provisional —aunque sigue
parcialmente vigente cuarenta años después—, apunta un cierto criterio
anticorporativo y tendía a la laboralización, aunque este aspecto fue
limitado o matizado luego por el Tribunal Constitucional.

Pero lo verdaderamente relevante de la Ley y lo que consolida de
manera definitiva para el futuro es la estructura y organización de la
función pública. Y es sobre esto sobre lo que interesa una referencia
general que enmarque el análisis del régimen jurídico subsiguiente.

Referencia a los modelos teóricos

1. Simplificando un tanto se puede decir que son dos los modelos de
organización de la burocracia, de cualquier burocracia. El llamado sis‐
tema abierto o de empleo, que pivota sobre el puesto de trabajo y su
clasificación previa, y el sistema cerrado o de carrera, que es un modelo
basado en los Cuerpos de funcionarios. El primero procede del mundo
anglosajón y tiene como espejo la organización empresarial privada
donde prima el objetivo de la eficacia, algo que no debe ser ajeno tam‐
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poco a las organizaciones públicas y es hoy un valor constitucional (art.
103 CE). El segundo sistema es de origen europeo, se basa histórica‐
mente en el modelo militar napoleónico y pretende alzaprimar la obje‐
tividad, la igualdad y el espíritu de servicio, que se pretende sea también
el del Cuerpo.

Aunque los dos modelos nunca se den puros y desprovistos de mes‐
tizajes, se puede decir que cada uno de ellos implica un conjunto de
consecuencias que, a veces, son difíciles de trasladar al otro so pena de
perder la propia coherencia del sistema y arrastrar —transformados—
los inconvenientes que, sin duda, ambos modelos tienen, con la eventual
pérdida de sus respectivas ventajas. No se trata, pues, aquí de efectuar
una dicotomía valorativa sino de describir los mecanismos de cada uno
de esos dos modelos diferentes.

Así, el modelo de empleo puro se basa en los puestos de trabajo y,
en consecuencia, sería incompatible con la idea de carrera administra‐
tiva porque el empleado entra en la Administración a ocupar un concreto
y singular puesto de trabajo que tiene asignadas unas tareas y unas res‐
ponsabilidades igualmente concretas. Es seleccionado en función de
habilidades y conocimientos específicos que valen para ese concreto
puesto, pero acaso no para otros. Por tanto, el modelo condiciona el
sistema selectivo, que tiende a prescindir de pruebas como las de nues‐
tras oposiciones clásicas para centrarse más, como digo, en la verifica‐
ción de la idoneidad práctica del candidato para las tareas exigidas por
el puesto al que aspira. Ello exige, a su vez, una formación previa y una
experiencia que, o bien se ha adquirido en otro sitio —en la empresa
privada, por ejemplo— o bien se posee a partir de un sistema educativo
orientado a proporcionar ese tipo de peritaje. Como se entra en un
concreto puesto de trabajo y para ese puesto singular, no hay, en puridad,
carrera, ni ascensos (salvo que por ascenso se entiendan los posibles
aumentos retributivos, que siempre serán posibles en atención a diver‐
sos factores que las normas contemplen, esto es, lo que ahora, tras el
nuevo Estatuto del Empleado Público, se denomina «carrera horizon‐
tal»: subir de categoría personal sin cambiar de puesto). Por lo demás,
un sistema de ese tipo se mostraría, en teoría, flexible para el despido
(cuando el puesto no sea ya necesario o la función atribuida al mismo
se termine) y para el trasvase a otras organizaciones públicas o privadas,
que es también una de sus características, lo cual presupone un mercado
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y un dinamismo social que no siempre existe. Finalmente, como se parte
de la apuntada flexibilidad ello permite adaptar la organización admi‐
nistrativa a las necesidades de cada momento, reduciéndola o amplián‐
dola según la coyuntura económica y las políticas públicas de cada
Gobierno, sin consideraciones a muy largo plazo.

Frente a ese esquemático modelo de empleo, el modelo tradicional
de carrera obedece a pautas relativamente diferentes. Implica que el
aspirante a funcionario no ingresa propiamente en un puesto sino en un
Cuerpo (el cuerpo diplomático, el cuerpo de abogados del Estado, el
cuerpo de administradores superiores, el cuerpo de inspectores de
hacienda, etc.). El sistema de cuerpos es una técnica organizativa que
facilita la selección conjunta de grupos de personas, el establecimiento
de carreras administrativas comunes a sus miembros y, en su acepción
más nítida, la provisión de concretos puestos de trabajo por el procedi‐
miento de asignar ciertos puestos a ciertos cuerpos. El Cuerpo, como
señala el Prof. Santamaría Pastor, está basado en la idea de una cuali‐
ficación profesional homogénea y «constituye un marco de referencia
que permite reclutar los funcionarios en grupos y no individualmente
para cada puesto. Y al delimitarse con mayor precisión el campo de la
dedicación profesional, se favorece el establecimiento y regulación de
las carreras administrativas». El Cuerpo, así, se convierte en un factor
aglutinante cuyos miembros tienen un futuro profesional común, con el
peligro no siempre descartado de la apropiación corporativa de funcio‐
nes profesionales o de la propia organización pública.

Al no ingresar el funcionario en un puesto concreto no es impres‐
cindible contar con experiencia previa, ni un nivel de preparación prác‐
tica que, por otra parte, no se puede adquirir sino dentro de la propia
organización. De ahí el sistema de oposiciones tradicional que no pro‐
porciona, ni puede proporcionar personas muy experimentadas, total‐
mente formadas, especializadas y expertas. En eso se basa una crítica
bastante generalizada del sistema, pero que es una crítica desviada por‐
que confunde cuál es el papel de la oposición en el sistema descrito. La
oposición —sin prejuzgar ahora cuáles han de ser los ejercicios o prue‐
bas de que conste— parte del principio de igualdad predicado por la
Constitución (art. 14) y trata de proporcionar a la Administración per‐
sonas con un determinado grado de sistematización, de comprensión
global, de capacidad de síntesis, acostumbradas a un duro ejercicio de
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maduración personal a través de su preparación; personas que deberá
formar luego esa misma Administración (de ahí el origen de las Escuelas
de formación por las que pasan los opositores recién superada la opo‐
sición propiamente dicha: la Escuela de policía, la Escuela diplomática,
la Escuela Judicial, etc.). En esa segunda fase formativa es donde se
pretende que los jóvenes aspirantes que han superado la fase selectiva
de la oposición adquieran la experiencia y especialización necesarias
para, al menos, los iniciales puestos de trabajo de los varios que irán
teniendo a lo largo de su vida laboral, es decir, de su «carrera».

Por eso había y hay que manifestar cierto escepticismo ante un pre‐
cepto de la Ley 30/1984 como el segundo párrafo del art. 19.1 (que, por
cierto, ahora repite el art. 61.2 del EBEP), cuando afirma que «los pro‐
cedimientos de selección cuidarán especialmente la conexión entre el
tipo de pruebas a superar y la adecuación al desempeño de las tareas de
los puestos de trabajo convocados, incluyendo, en su caso, las pruebas
prácticas que sean precisas». En la misma línea, pero de forma, quizá,
más matizada el art. 112 del RD-Ley 6/2023 afirma que el modelo de
selección deberá tener en cuenta «la adecuación entre el contenido de
los procesos selectivos y las funciones a desarrollar», con pruebas en
las que deberá haber conexión con las «competencias profesionales
directamente relacionadas con el desempeño de funciones en los corres‐
pondientes cuerpos, escalas o categorías» (art. 114).

¿Por qué digo que hay que manifestar cierto escepticismo ante afir‐
maciones como las que se han reproducido? Pues porque los puestos
que puede desempeñar un funcionario a lo largo de su carrera son
muchos y muy variados por lo que será difícil la citada adecuación,
salvo, claro está, en supuestos bien concretos de Cuerpos con funciones
específicas o muy singularizadas. Y porque algo similar cabe decir de
las pruebas prácticas cuando, justamente, a los años en que se suelen
superar las oposiciones, salvo excepciones propias de las necesidades
de algunos cuerpos muy concretos, se carece de tal experiencia práctica.

Importa a este respecto, aclarar —al menos para algunos de los lla‐
mados Cuerpos especiales— cuál es el papel de la formación que el
aspirante recibe o debe recibir antes, o sea, en la Universidad. Y a este
fin no puedo sino suscribir las palabras que el ya citado profesor San‐
tamaría dedicaba a este propósito hace ya bastantes años, cuando decía:
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En términos más o menos similares y con otras palabras, esta vez
del profesor Lorenzo Martín-Retortillo, recordaba este autor,

En cualquier caso, sí cabe mejorar el sistema de oposiciones con el
manejo adecuado del temario, de la mecánica de las pruebas y con la
debida atención a un tema al que no siempre se le da la importancia que
tiene: el modo de seleccionar a los miembros de los Tribunales. Tres
aspectos en los que sí incide ahora el reciente RD-Ley 6/2023.

Pero volvamos a las características de los sistemas de carrera. Una
de ellas sería la promoción —la carrera, justamente— que postula que
el funcionario ocupe a lo largo de su vida laboral diversos puestos en
progresión a partir de la valoración de méritos, de la antigüedad en el
escalafón o de ambas cosas a la vez. El prototipo máximo de modelo de
estas características sería la carrera militar en la que el funcionario entra
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«todas las críticas al sistema de oposiciones parten de una concepción
bastante desenfocada del papel que la Universidad cumple: la licenciatura
universitaria es un período de formación de estructuras mentales que el
estudiante construye insensiblemente mediante el aprendizaje de materias
múltiples, aprendidas superficial y fragmentariamente; la licenciatura no
es, contra lo que tópicamente se piensa, un período de acumulación de
informaciones, sino de construcción de la máquina de pensar (...). En este
marco la oposición es una técnica de aprendizaje del procedimiento de
acumulación sistemática y masiva de informaciones, en un nivel de cono‐
cimientos de intensidad y profundidad sin parangón con los que se asi‐
milan durante la licenciatura y a un ritmo de aprehensión igualmente muy
superior; este procedimiento de acumulación de informaciones es algo que
no se asimila en la Universidad; que es necesario para un trabajo intelec‐
tual como el requerido para la función pública, y que sólo las pruebas de
conocimientos proporcionan. Tales pruebas son, pues, indispensables, con
independencia de que su estructura pueda racionalizarse y humanizarse
bastante» (En el Prólogo al libro de V. Escuin, El acceso del personal y
la provisión de puestos de trabajo en la Administración del Estado y de
las CCAA, INAP, 1986).

«a los que piensan que las Facultades de Derecho no son sino fábricas de
formación de profesionales hay que recordarles que ello nunca ha sido así,
ni tiene por qué serlo; que una Facultad tiene que formar la personalidad
del aspirante proporcionándole bagajes culturales sólidos, profundos, pero
nada más. De ahí, si se ha hecho bien tal tarea, será muy fácil pasar a una
profesión con los reajustes oportunos».
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como teniente y va subiendo progresivamente por todos los grados en
que se articula dicha carrera (capitán, comandante, teniente coronel,
coronel, general...). Pero también la carrera diplomática (desde secre‐
tario de embajada a embajador), la carrera judicial (desde juez a magis‐
trado) y, en general, todas aquellas que se articulan en grados o cate‐
gorías a las que se vinculan «ascensos», con cambio de puestos, vincu‐
lados a todas o algunas de esas categorías.

Por lo demás, en el modelo o sistema de carrera no suele haber inter‐
comunicabilidad con el mundo empresarial privado, salvo en la direc‐
ción de salida de la Administración hacia la empresa, sobre todo de los
altos funcionarios de Cuerpos superiores cuyas retribuciones en el sec‐
tor público no guardan relación con las que son habituales para el per‐
sonal directivo en el ámbito privado. Finalmente, el sistema es rígido
en la medida en que, al estar garantizada la permanencia y la estabilidad,
hay que prever los efectivos a largo plazo, fijando plantillas poco fle‐
xibles y poco adaptables a las necesidades económicas y políticas de
cada momento.

2. Los dos modelos enfrentados no son más que dos formas de orga‐
nizar la burocracia que, en sí mismos, desprovistos de sus correspon‐
dientes disfunciones o corruptelas, pueden ser igualmente correctos.
Alejandro Nieto, uno de los especialistas más destacados entre nosotros
en el análisis de la burocracia, ha podido decir —creo que con acierto
— que «ni el modelo burocrático es tan perverso como se le imputa, ni
el modelo de los managers es tan eficaz como predican sus apologistas».
Pero ninguno de los dos puede desconectarse del contexto en el que se
imbrican. Han de ser coherentes.

En teoría, en el modelo de empleo se trata de primar la eficacia. Un
valor importante, sin duda, pero que cuando se está en presencia de entes
públicos no es el único valor a tener en cuenta. «Desde el momento en
que interviene el interés general —sigue diciendo A. Nieto— surgen
otros valores igualmente insoslayables, como la objetividad, la impar‐
cialidad, la transparencia, la información social...». Y si es cierto que
una de las tendencias del empleo público es que el valor de un funcio‐
nario no se mida por su titulación, ni aun por el Cuerpo a que pertenece,
sino por sus rendimientos y a ellos se anudan tanto las retribuciones
como los puestos a desempeñar y la propia promoción, no es menos
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B)

cierto que eso sólo es posible en algunos casos de tareas generalistas,
que para eso hay que insistir en los métodos de selección previa, que
hay que contar con unos criterios de valoración rigurosos y complejos
que minimicen el riesgo de la arbitrariedad y que es preciso un contexto
social que asuma las diferencias, de forma que los beneficios de flexi‐
bilizar o hacer menos rígida la organización superen los eventuales cos‐
tos de tal operación.

El modelo organizativo de función pública en la Ley 30/1984
y su continuidad en la normativa estatal y autonómica pos‐
terior

1. El sistema implantado en la Ley 30/1984 no responde a un modelo
puro como los que acabo de describir, pero tiende a orientarse al modelo
de empleo en la medida en que ya no pivota sobre los Cuerpos sino sobre
los puestos de trabajo, si bien, como digo, no llega a las consecuencias
últimas de ese modelo teórico. Se trataba y se trata —puesto que el
sistema se reitera y consolida en lo esencial en el Estatuto del Empleado
Público— de un modelo que, como digo, se centra en los puestos de
trabajo, aunque mantiene los Cuerpos como forma de selección con‐
junta de un grupo de funcionarios de la misma titulación. Los Cuerpos,
sin embargo, —al menos los generales y aun otros— quedan normal‐
mente desprovistos de su anterior y tradicional funcionalidad, que con‐
sistía en asignarles determinadas tareas específicas de modo que la inte‐
gración como funcionario en un determinado Cuerpo conllevaba habi‐
tualmente la posibilidad de ocupar los puestos de trabajo reservados a
ese Cuerpo y las funciones inherentes a ellos. En adelante, ya no. La
regla general es, como dice el art. 15.2 de la Ley 30/1984, que los pues‐
tos de trabajo «serán de adscripción indistinta» y sólo podrán adscribirse
con carácter exclusivo puestos de trabajo a funcionarios de un deter‐
minado Cuerpo «cuando tal adscripción se derive necesariamente de la
naturaleza y de la función a desempeñar en ellos y en tal sentido lo
determine el Gobierno».

El modelo de 1984 sustancialmente permanece en el posterior Esta‐
tuto Básico del Empleado. Según ese modelo, los candidatos opositan
a un Cuerpo, pero los Cuerpos se integran todos ellos en un Grupo (y
aun un Subgrupo) que prevé la Ley en función del nivel de titulación
exigido para ingresar en el Cuerpo. Por consiguiente, todos los funcio‐
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narios pertenecen no sólo a un Cuerpo sino, sobre todo, a un Grupo (o
Subgrupo). Y lo verdaderamente importante es que ese funcionario va
a ser destinado a un determinado puesto de trabajo y que ese puesto
tendrá asignado un nivel en el que habrá sido clasificado dentro del
abanico o escala de niveles atribuidos a los puestos del Grupo en el que
el Cuerpo al que pertenece el funcionario esté integrado.

Así, pues, el funcionario ocupa un puesto de un determinado nivel
y pertenece a un Grupo de los cinco que la Ley inicialmente preveía en
función de la titulación exigida para ingresar en el Cuerpo de que se
tratara. Y todo ello produce una serie de consecuencias que detallaré en
su momento, pero que pueden ahora sintetizarse brevemente porque su
conocimiento es esencial para comprender después la dinámica del sis‐
tema.

La primera consecuencia de la clasificación de los puestos en niveles
tiene que ver con el sistema de retribuciones. La retribución de los fun‐
cionarios en la Ley de 1984 consta de tres conceptos: el sueldo base, el
complemento de destino y el complemento específico (el proyecto de
ley de la Función Pública estatal añade alguno más que retribuye la
carrera y el desempeño, pero que ahora no interesa destacar). El primer
concepto, el sueldo, depende de la titulación, esto es, del Grupo. Todos
los funcionarios de todos los Cuerpos del mismo Grupo cobran idéntico
sueldo base que fija la Ley de Presupuestos, sin que pueda haber una
diferencia mayor de 1 a 3 entre todos los sueldos previstos. El comple‐
mento de destino, que también fija la Ley de Presupuestos, retribuye el
puesto que el funcionario ocupe, de manera que ese complemento es
diferente para cada nivel y todos los funcionarios con puestos de trabajo
del mismo nivel cobran el mismo complemento de destino, pertenezcan
al Cuerpo y Grupo al que pertenezcan. Finalmente, el complemento
específico, retribuye en teoría, a algunos puestos de trabajo en función
de sus características especiales (responsabilidad, dedicación, peligro‐
sidad, etc.). En el futuro, el proyecto de Ley de la Función Pública estatal
prevé, además, el complemento de carrera (que retribuye la posición o
categoría alcanzada por cada funcionario en un puesto) y el comple‐
mento de desempeño (que retribuye la valoración positiva del trabajo
realizado).
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Pero la clasificación de los puestos en niveles tiene una segunda
consecuencia más importante aún. Y es que se prevé una horquilla o
abanico de niveles a los que pueden aspirar (en los concursos de tras‐
lado) los funcionarios de los Cuerpos de cada Grupo. Por ejemplo, los
funcionarios del Grupo A) podían ocupar puestos del nivel 20 al 30. Los
del Grupo B) podían aspirar a puestos clasificados en el intervalo de
niveles del 16 al 26. Y así sucesivamente. Pero esos intervalos no son
secuenciales, sino que en parte se superponen. En el ejemplo que acabo
de citar los funcionarios de los Grupos A) y B) podían optar a puestos
de los niveles 20 a 26 porque, como se ve, esos niveles coinciden como
puestos posibles en ambos Cuerpos. Por eso, en teoría podía suceder
que un funcionario del Grupo B) cobrara más que uno del Grupo A) por
el concepto del complemento de destino (que, como he dicho, retribuye
el nivel de cada puesto), si, por ejemplo, su puesto fuera de nivel 26 y
un funcionario del Grupo A) ocupara puestos de nivel 20 o 22. En ese
mismo ejemplo, sin embargo, el funcionario del Grupo A) cobrará más
en concepto de sueldo (que retribuye al Grupo de titulación), aunque
menos por el complemento de destino (si su puesto tiene un nivel infe‐
rior al del Grupo B) estando, obviamente, dentro del intervalo de puestos
a los que puede aspirar. Por eso he dicho antes que todos los funcionarios
con puestos del mismo nivel cobran el mismo complemento de destino,
pertenezcan al Cuerpo y Grupo al que pertenezcan porque, como se
acaba de indicar, hay puestos a los que pueden optar funcionarios ads‐
critos a varios Grupos. Luego, el complemento específico puede dis‐
criminar esos concretos puestos y atribuir más a uno o a otro. O a nin‐
guno. O a los dos por igual.

La clasificación por niveles de los puestos conlleva, pues, conse‐
cuencias retributivas, pero afecta también a la llamada carrera admi‐
nistrativa. Los funcionarios pueden concursar a un puesto de trabajo y
una vez que lo han desempeñado durante cierto tiempo adquieren lo que
se llama «el grado personal», que equivale y se identifica con el nivel
del puesto. Si, por ejemplo, un funcionario del Grupo B) obtiene un
puesto de nivel 20 y lo desempeña durante un tiempo habrá adquirido
como «grado» personal el grado 20. ¿Para qué sirve esa patrimoniali‐
zación de un grado que es, en resumidas cuentas, el nivel del puesto?
Pues, además de para las retribuciones (complemento de destino), sirve
para la llamada carrera administrativa. El funcionario puede cambiar de
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puesto dentro siempre de la horquilla o intervalo de su Grupo. Y enton‐
ces, si cambia de puesto, pueden suceder dos cosas: que el nuevo puesto
tenga un nivel superior al que antes tenía, o que lo tenga inferior. Si en
el ejemplo anterior el funcionario que tenía un puesto de nivel 20 (y
había consolidado como grado personal ese nivel 20) es destinado a un
puesto de nivel 24 cobrará el complemento de destino del nuevo puesto
(24) aunque no consolidará como grado personal el nuevo nivel de
inmediato sino que lo va adquiriendo, esto es, lo va consolidando al
cabo de un tiempo de desempeño del nuevo puesto en periodos de dos
años. Al cabo de dos años, pasa primero del grado 20 al 22 y luego al
24. Pero puede suceder, como decía, otra cosa: que el funcionario con‐
siga un puesto de nivel inferior al que tenía, siempre dentro del intervalo
del Grupo. Por ejemplo, un puesto de nivel 17. Ahí es cuando aparece
la importancia del grado porque en ese caso el funcionario no cobra el
complemento de destino del nuevo puesto, el 17, sino el correspondiente
al del grado que hubiera consolidado, esto es, el 20.

El Grado y el nivel de cada puesto son mecanismos de la llamada
carrera profesional. Cuando el funcionario ocupa un puesto del máximo
nivel de los asignados al Grupo y consolida ese nivel como grado per‐
sonal ha llegado al tope. Ya no puede progresar más. Ya no puede optar
a puestos de nivel superior. La única manera de progresar es cambiando
de Grupo, lo que supone cambiar de Cuerpo, opositando a otro Cuerpo
para el que se exija una titulación superior. A esos efectos la Ley prevé
la llamada promoción interna que, en resumen, consiste en reservar una
serie de plazas en la oposición para acceder a los diferentes Cuerpos a
las personas que, teniendo, eso sí, la titulación requerida, son ya fun‐
cionarios de otros Cuerpos. La mayor facilidad de acceso consiste, pri‐
mero, en la reserva de plazas (menos competencia) y, segundo, en la
exención de algún ejercicio de los previstos con carácter general.

Así, pues, la carrera profesional tenía dos posibilidades que, en parte
—y ampliadas— siguen existiendo ahora. De un lado, la carrera ver‐
tical hasta puestos de la parte alta de la horquilla asignados a cada Grupo
y, de otro, la promoción interna cambiando de Grupo. Dos posibilidades
negadas o imposibles en aquellos casos en los que se ingresa a un Cuerpo
para ocupar un puesto relacionado directamente con el ejercicio de una
profesión: veterinarios, médicos, profesores, economistas, letrados...En
todos estos casos, el puesto de trabajo es el ejercicio de esa profesión y
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todos los puestos del Cuerpo tendrán asignado normalmente el mismo
nivel. El puesto, en esos casos, se identifica con el Cuerpo y asignar un
nivel es, en el fondo, ficticio porque se está fijando así la retribución
complementaria (el complemento de destino) no de un concreto puesto
sino la de todos los funcionarios (y puestos) de ese Cuerpo. Las posi‐
bilidades de «carrera» en esos casos, desde la perspectiva que adopta la
ley, son ciertamente escasas o incluso nulas puesto que el funcionario
llega al techo de la carrera en el mismo instante de su ingreso en la
función pública. La carrera, entonces, ya no puede ser «vertical». La
única posibilidad es entonces prever categorías personales y la atribu‐
ción de una de esas categorías a cada funcionario. Y eso es lo que final‐
mente ha acabado por contemplar el Estatuto del Empleado Público con
el nombre de carrera horizontal que consiste en la progresión en cate‐
gorías personales, pero sin cambiar de puesto. Se habla así de una
«escalera» con diversos «tramos» o «grados» que el funcionario va
ocupando (subiendo) sin cambiar de puesto tras una valoración positiva
de méritos previamente contemplados.

Finalmente, hay que tener en cuenta un instrumento básico del sis‐
tema: las llamadas Relaciones de puestos de trabajo (RPT) que son
definidas en el art. 15.1 de la Ley 30/1984 como «el instrumento técnico
a través del cual se realiza la ordenación del personal, de acuerdo con
las necesidades de los servicios y se precisan los requisitos para el
desempeño de cada puesto». Las RPT son las que determinan para cada
puesto de trabajo el Grupo o Grupos a los que se adscribe, el nivel que
se le fija, la asignación o no de complemento específico y su cuantía,
los requisitos adicionales que eventualmente se exijan para cubrir el
puesto, la denominación y el modo de provisión. Eso hace que las RPT
se conviertan, de hecho, en el centro del modelo organizativo de la fun‐
ción pública. Como dice ahora el art. 109 del RD-Ley 6/2023 para el
ámbito de la Administración General del Estado, las Relaciones de
Puestos de Trabajo «son instrumentos técnicos de planificación a través
de los cuales la Administración del Estado organiza, racionaliza y
ordena su personal para una eficaz prestación del servicio público» y
en ella se incluyen «todos los puestos de trabajo de naturaleza funcio‐
narial, laboral y eventual existentes».

2. Este complejo sistema, sucintamente expuesto, que es el que sus‐
tancialmente subsiste, al menos en el ámbito de la Administración del
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Estado, fue objeto en su momento de algunas críticas, muchas de ellas
centradas en el alto grado de discrecionalidad que subyacía en algunos
de sus elementos centrales. Discrecionalidad al clasificar los puestos de
trabajo conforme a criterios no siempre claros; discrecionalidad al fijar
las retribuciones vinculadas al llamado complemento específico; al
aprobar los baremos de los concursos o las Relaciones de Puestos de
Trabajo. Se ha puesto de manifiesto también que se parte en ocasiones
de situaciones ficticias pues algunos de los mecanismos de la ley fun‐
cionan más sobre el papel que en su aplicación práctica. Por ejemplo,
los puestos de trabajo se clasifican en 30 niveles y, sin embargo, no
existía ningún puesto por debajo del nivel 7. No están claros los criterios
manejados a la hora de clasificar los puestos. La Oferta Pública de
Empleo (OPE) sugiere la idea de que en ella se plasma el total de plazas
nuevas que se ofrecen cada año a los potenciales candidatos, pero en
realidad son menos pues de ese total previsto hay que descontar los
puestos reservados a la «promoción interna», esto es, reservados para
quienes ya son funcionarios y quieren cambiar de Cuerpo (y Grupo).
En otro orden de cosas, no es infrecuente que en algunas Administra‐
ciones todos los puestos de trabajo tengan asignado, entre los conceptos
retributivos, el llamado «complemento específico», un componente que
la Ley preveía inicialmente sólo para algunos concretos puestos, aunque
ha acabado por generalizarse y utilizarse como un comodín que plasma
la diferencia entre la retribución total que se piensa o considera que debe
cobrar el funcionario y la suma del sueldo base y el complemento de
destino. Y ello porque como no es posible manipular esos dos conceptos
retributivos (vinculados, respectivamente, a todos los Grupos y a todos
los niveles), ni asignar un nivel más alto (al que va unido el comple‐
mento de destino) a todos los puestos, la única manera de diferenciar
para lograr la retribución deseada era el mencionado complemento
específico, que ha acabado por generalizarse y ser muy diversificado en
su cuantía. De ahí que el nuevo RD-Ley 6/2023, en el ámbito de la
Administración del Estado, apunte a la previsión de nuevos conceptos
retributivos vinculados a la evaluación positiva del desempeño y a la
llamada «carrera horizontal», como luego se dirá.

También se ha criticado la cuestión del primer destino, esto es, por
qué puestos de qué nivel debe acceder el funcionario por primera vez,
es decir, recién sacada la oposición. Y es que en ocasiones el primer
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destino estaba en la escala alta del intervalo asignado al Grupo de
manera que se podía acceder y consolidar pronto el grado máximo con‐
templado para el Grupo lo que, de algún modo, contradice o minimiza
la idea de carrera.

Se criticó también la composición de los tribunales de las oposicio‐
nes pues en algunas Administraciones (hasta la prohibición del art. 60.2
EBEP) parte de los miembros de esos tribunales se designaban en fun‐
ción de los cargos políticos o administrativos que ostentaban sus miem‐
bros sin tener en cuenta su especialización o formación de forma que
hubo casos en los que había miembros de tribunales que no hubieran
podido concursar a las oposiciones que juzgaban por no tener la titula‐
ción que, paradójicamente, sí se les exigía a los opositores. En otro orden
cosas, el solapamiento de los niveles de los puestos de trabajo asignados
a cada Grupo como plasmación del principio de adscripción indistinta
parecía al principio excesivo pues durante los primeros diez años de la
Ley y hasta la reforma del Reglamento de ingreso en la Administración
General del Estado los puestos clasificados entre los niveles 11 al 14
podían ser ocupados por funcionarios de todos los Grupos y de todas
las titulaciones, desde el Grupo A) hasta el E), lo que parecía desde
luego un evidente exceso.

En definitiva, el sistema no era todo lo claro que sería de desear,
tanto desde el punto de vista de la seguridad jurídica como desde la
transparencia y la fácil asimilación de su complejidad. Y sin embargo
esa asimilación era y es necesaria para que el modelo fuera asumido por
sus propios destinatarios, pues, como en su día señaló J. L. Cádiz
Deleito, el sistema tiene que ser asumido por los interesados que tienen
que entender que, al menos desde el punto de vista retributivo, no es un
mecanismo para conseguir mejoras generales, sino que «es precisa‐
mente lo contrario lo que se pretende».

Este es, a grandes rasgos, el marco general en el que, con pequeños
matices, se encuadraba desde 1984 la legislación estatal sobre la función
pública; una legislación que, en buena medida, tenía carácter básico y,
en consecuencia, con vocación de aplicabilidad general. Y que sigue
inspirando la situación actual de la nueva normativa básica estatal de
2007/2015 a cuyos aspectos generales, aunque centrándome en la
Administración del Estado, me refiero a continuación.
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1. Como se indica en el Prólogo de esta obra se trata en ella de aunar, temática-
mente, dos obras anteriores del autor: su conocido volumen Leyes Adminis-
trativas (30.ª ed. 2025) y su Manual de Derecho Administrativo (9.ª ed. 2025).

El «diálogo» informal Manual/Leyes que el autor ha pretendido siempre tenía algunas 
dificultades prácticas porque exigía disponer de ambas obras, lo que no es necesa-
rio cuando lo que se quiere es centrarse en una materia o institución concreta. Esa 
es, justamente, la razón de ser de esta serie de Manuales temáticos con legislación 
comentada. Se trata de ofrecer de forma conjunta el contenido propio del Manual y 
la Ley de que se trate, consiguiendo así el «diálogo» al que me refería sin tener que 
adquirir las obras antes mencionadas, pero manteniendo sus mismas finalidades que 
no son otras que ayudar al lector a orientarse en el complejo Ordenamiento vigente y 
también, desde luego, en los postulados culturales que subyacen en él.

2. A partir de estos planteamientos se contempla el siempre complejo mun-
do del empleo público empezando por un Estudio que trata de enmarcar la 
regulación actual en un sistema de fuentes especialmente complejo. Des-

pués, se analiza el modelo estructural vigente y se explican los diferentes aspectos 
de su regulación: clases de empleados, sistemas de selección, provisión de puestos, 
derechos y deberes, carrera, situaciones, régimen disciplinario, etc. Después, la parte 
estrictamente normativa incluye cinco leyes debidamente anotadas y comentadas: el 
Estatuto Básico del Empleado público (RD Legislativo 5/2015); el RD-Ley 6/2023, de 
medidas urgentes aplicables a la Administración del Estado en desarrollo del Estatuto 
Básico; la vieja Ley de funcionarios de 1964 (casi toda ella derogada) y Ley 30/1984, de 
medidas para la reforma de la Función Pública que, aun habiendo perdido su carácter 
básico, es aún aplicable, al menos, en la Administración del Estado. También se inclu-
ye la Ley 53/1984, de Incompatibilidades.
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